
ARTÍCULO 44. PORCENTAJE AMBIENTAL DE LOS GRAVÁMENES A LA PROPIEDAD
INMUEBLE. Establécese, en desarrollo de lo dispuesto por el inciso 2o. del artículo 317 de la
Constitución Nacional, y con destino a la protección del medio ambiente y los recursos naturales
renovables, un porcentaje sobre el total del recaudo por concepto de impuesto predial, que no
podrá ser inferior al 15% ni superior al 25.9%. El porcentaje de los aportes de cada municipio o
distrito con cargo al recaudo del impuesto predial será fijado anualmente por el respectivo
Concejo a iniciativa del alcalde municipal.

Los municipios y distritos podrán optar en lugar de lo establecido en el inciso anterior por
establecer, con destino al medio ambiente, una sobretasa que no podrá ser inferior al 1.5 por mil,
ni superior al 2.5 por mil sobre el avalúo de los bienes que sirven de base para liquidar el
impuesto predial.

Los municipios y distritos podrán conservar las sobretasas actualmente vigentes, siempre y
cuando éstas no excedan el 25.9% de los recaudos por concepto de impuesto predial.

Dichos recursos se ejecutarán conforme a los planes ambientales regionales y municipales, de
conformidad con las reglas establecidas por la presente ley.

Los recursos que transferirán los municipios y distritos a las Corporaciones Autónomas
Regionales por concepto de dichos porcentajes ambientales y en los términos de que trata el
numeral 1o. del artículo 46, deberán ser pagados a éstas por trimestres, a medida que la entidad
territorial efectúe el recaudo y, excepcionalmente, por anualidades antes del 30 de marzo de cada
año subsiguiente al período de recaudación.

Las Corporaciones Autónomas Regionales destinarán los recursos de que trata el presente
artículo a la ejecución de programas y proyectos de protección o restauración del medio ambiente
y los recursos naturales renovables, de acuerdo con los planes de desarrollo de los municipios del
área de su jurisdicción. Para la ejecución de las inversiones que afecten estos recursos se
seguirán las reglas especiales sobre planificación ambiental que la presente ley establece.

PARÁGRAFO 1. Los municipios y distritos que adeudaren a las Corporaciones Autónomas
Regionales de su jurisdicción, participaciones destinadas a protección ambiental con cargo al
impuesto predial, que se hayan causado entre el 4 de julio de 1.991 y la vigencia de la presente
Ley, deberán liquidarlas y pagarlas en un término de 6 meses contados a partir de la vigencia de
la presente Ley, según el monto de la sobretasa existente en el respectivo municipio o distrito al
4 de julio de 1991;

PARÁGRAFO 2. <Ver Notas del Editor> <Parágrafo modificado por el artículo 110 de la Ley
1151 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> El cincuenta por ciento (50%) del producto
correspondiente al recaudo del porcentaje o de la sobretasa del impuesto predial y de otros
gravámenes sobre la propiedad inmueble, se destinará a la gestión ambiental dentro del perímetro
urbano del municipio, distrito, o área metropolitana donde haya sido recaudado el impuesto,
cuando la población respectiva, dentro del área urbana, fuere superior a un millón de habitantes,
exceptuando el megaproyecto del río Bogotá. Estos recursos se destinarán exclusivamente a
inversión.

Notas del Editor

- El artículo 266 de la Ley 1753 de 2015, al no haber sido derogado expresamente, continuará
vigente hasta que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el



artículo 336 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No.
50.964 de 25 de mayo 2019.

- El contenido del artículo 266 de la Ley 1753 de 2015, también fue incluido en el artículo
120 la Ley 1769 de 2015, 'por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital
y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero al 31 de diciembre de 2016',
publicada en el Diario Oficial No. 49.706 de 24 de noviembre de 2015. Surte efectos fiscales
a partir del 1o de enero de 2016.

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 266 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional
de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No.
49.538 de 9 de junio de 2015.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 266. INVERSIONES PROGRAMA DE SANEAMIENTO DEL RÍO
BOGOTÁ. Para el caso de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR), el
50% de los recursos que, conforme a lo señalado por el artículo 44 de la Ley 99 de 1993,
sean producto del recaudo del porcentaje o de la sobretasa ambiental al impuesto predial y de
otros gravámenes sobre la propiedad inmueble de Bogotá, D. C., incluidos sus intereses y
sanciones, se destinarán para la financiación de los proyectos de adecuación hidráulica,
ampliación, construcción y optimización de plantas de tratamiento de aguas residuales u
otros proyectos de saneamiento ambiental a desarrollar en cualquiera de las cuencas
integrantes del río Bogotá, en jurisdicción de la Car Cundinamarca.'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

- En criterio del editor para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 118 de la Ley 1737 de 2014, 'por la cual se decreta el Presupuesto de
Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal del 1o de enero
al 31 de diciembre de 2015', publicada en el Diario Oficial No. 49.353 de 2 de diciembre de
2014.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 118. INVERSIONES PROGRAMA DE SANEAMIENTO DEL RÍO
BOGOTÁ. Para el caso de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, el 50% de
los recursos que, conforme a lo señalado por el artículo 44 de la Ley 99 de 1993, sean
producto del recaudo del porcentaje o de la sobretasa ambiental al impuesto predial y de
otros gravámenes sobre la propiedad inmueble de Bogotá, D. C., incluidos sus intereses y
sanciones se destinarán para la financiación de los proyectos de adecuación hidráulica,
ampliación de la Planta de Tratamiento de Aguas Residuales de Salitre y construcción de la
Planta de Tratamiento de Aguas Residuales de Canoas u otros proyectos a desarrollar sobre
el área o áreas ubicadas en cualquiera de las cuencas integrantes del río Bogotá, en
jurisdicción de la Car Cundinamarca. '.



El editor destaca que según lo dispuesto en el artículo 11, literal c) del Decreto 111 de 1996,
las disposiciones generales contenidas en el Presupuesto General de la Nación regirán
únicamente para el año fiscal para el cual se expidan.

- En criterio del editor en adición a lo dispuesto por la Ley 1151 de 2007 debe tenerse en
cuenta lo dispuesto por el artículo 102 de la Ley 1687 de 2013, 'por la cual se decreta el
Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital y Ley de Apropiaciones para la vigencia fiscal
del 1o de enero al 31 de diciembre de 2014', publicada en el Diario Oficial No. 49.001 de 11
de diciembre de 2013.

(Por favor remitirse a la norma original para comprobar la vigencia del texto que se
transcribe a continuación:)

'ARTÍCULO 102. INVERSIONES PROGRAMA DE SANEAMIENTO DEL RÍO
BOGOTÁ. Para el caso de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, el 50% de
los recursos que, conforme a lo señalado por el artículo 44 de la Ley 99 de 1993, sean
producto del recaudo del porcentaje o de la sobretasa ambiental al impuesto predial y de
otros gravámenes sobre la propiedad inmueble de Bogotá, D. C., incluidos sus intereses y
sanciones se destinarán para la financiación de los proyectos de adecuación hidráulica,
ampliación de la Planta de Tratamiento de Aguas Residuales de Salitre y construcción de la
Planta de Tratamiento de Aguas Residuales de Canoas u otros proyectos a desarrollar sobre
el área o áreas ubicadas en cualquiera de las cuencas integrantes del río Bogotá, en
jurisdicción de la CAR Cundinamarca..

- En criterio del editor en adición a lo dispuesto por la Ley 1151 de 2007 debe tenerse en
cuenta lo dispuesto por el artículo 131 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo,
2010-2014'.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

'ARTÍCULO 131. INVERSIONES PROGRAMA DE SANEAMIENTO DEL RÍO
BOGOTÁ. Para el caso de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, el 50% de
los recursos que, conforme a lo señalado por el artículo 44 de la Ley 99 de 1993, sean
producto del recaudo del porcentaje o de la sobretasa ambiental al impuesto predial y de
otros gravámenes sobre la propiedad inmueble de Bogotá, D. C, se destinarán para la
financiación de los proyectos de adecuación hidráulica, ampliación de la Planta de
Tratamiento de Aguas Residuales de Salitre y construcción de la Planta de Tratamiento de
Aguas Residuales de Canoas, cualquiera sea el área de la cuenca media del río Bogotá en la
cual se realicen las inversiones.'

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

Notas de Vigencia



- El texto de este parágrafo, al no haber sido derogado expresamente, continuará vigente
hasta que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo
336 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022.
“Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario Oficial No. 50.964 de
25 de mayo 2019.

- El texto modificado por la Ley 1151 continuará vigente, hasta que sea derogado o
modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el artículo 267 de la Ley 1753 de
2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo
país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015. Consultar Notas del
Editor.

- El artículo 110 de la Ley 1151 de 2007 continúa vigente según lo dispuesto por el artículo
276 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial No. 48.102 de 16 de junio de
2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-2014'.

- Parágrafo 2o. modificado por el artículo 110 de la Ley 1151 de 2007, publicada en el Diario
Oficial No. 46.700 de 25 de julio de 2007.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

PARÁGRAFO 2. El 50% del producto correspondiente al recaudo del porcentaje o de la
sobretasa del impuesto predial y de otros gravámenes sobre la propiedad inmueble, se
destinará a la gestión ambiental dentro del perímetro urbano del municipio, distrito, o área
metropolitana donde haya sido recaudado el impuesto, cuando la población municipal,
distrital o metropolitana, dentro del área urbana, fuere superior a 1'000.000 habitantes. Estos
recursos se destinarán exclusivamente a inversión.

Notas de Vigencia

- El Decreto 20 de 2011, 'por el cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y
Ecológica por razón de grave calamidad pública', fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-216-11 de 29 de marzo de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Juan Carlos Henao Pérez.

- Artículo modificado por el artículo 10 del Decreto 141 de 2011, publicado en el Diario
Oficial No. 47.959 de 21 de enero de 2011, expedido en desarrollo de lo dispuesto en el
Decreto 20 del 7 de enero de 2011. INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Decreto 141 de 2011 declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-276-11 de 12 de abril de 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo.

- Incisos 1, 2, 3, 5, 6 parágrafos 1 y 2 declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-305-95 del 13 de julio de 1995, Magistrado Ponente Dr. Alejandro
Martínez Caballero.

Concordancias

Ley 1151 de 2007; Art. 102

Ley 1110 de 2006; Art. 79

Ley 344 de 1996; Art. 25

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 141 de 2011. INEXEQUIBLE por consecuencia:

ARTÍCULO 44. Establécese, en desarrollo de lo dispuesto por el inciso 2o del artículo 317
de la Constitución Nacional, y con destino a la protección del medio ambiente y los recursos
naturales renovables, un porcentaje sobre el total del recaudo por concepto de impuesto
predial, que no podrá ser inferior al 15% ni superior al 25.9%. El porcentaje de los aportes de
cada municipio o distrito con cargo al recaudo del impuesto predial será fijado anualmente
por el respectivo Concejo a iniciativa del alcalde municipal.

Los municipios y distritos podrán optar en lugar de lo establecido en el inciso anterior por
establecer, con destino al medio ambiente, una sobretasa que no podrá ser inferior al 1.5 por
mil, ni superior al 2.5 por mil sobre el avalúo de los bienes que sirven de base para liquidar el
impuesto predial.

Los municipios y distritos podrán conservar las sobretasas actualmente vigentes, siempre y
cuando estas no excedan el 25.9% de los recaudos por concepto de impuesto predial.

Los recursos que transferirán los municipios y distritos a las Corporaciones Autónomas
Regionales por concepto de dichos porcentajes ambientales y en los términos de que trata el
numeral 1 del artículo 46, deberán ser pagados a estas por trimestres, a medida que la entidad
territorial efectúe el recaudo y, excepcionalmente, por anualidades antes del 30 de marzo de
cada año subsiguiente al período de recaudación.

Las Corporaciones Autónomas Regionales destinarán los recursos de que trata el presente
artículo a la ejecución de programas y proyectos de protección o restauración del medio
ambiente y los recursos naturales renovables. Para la ejecución de las inversiones que afecten
estos recursos se seguirán las reglas especiales sobre planificación ambiental que la presente
ley establece.

PARÁGRAFO 1o. El 50% del producto correspondiente al recaudo del porcentaje o de la
sobretasa del impuesto predial y de otros gravámenes sobre la propiedad inmueble, se
destinará a la gestión ambiental dentro del municipio, distrito, o área metropolitana donde



haya sido recaudado el impuesto, cuando la población municipal, distrital o metropolitana,
dentro del área urbana, fuere superior a 1'000.000 de habitantes. Estos recursos se destinarán
exclusivamente a inversión.

PARÁGRAFO 2o. Las Corporaciones destinarán como mínimo el 10%, de los recursos de
que trata el presente artículo para atender actividades de mitigación del riesgo y manejo del
recurso hídrico.

ARTÍCULO 45. TRANSFERENCIA DEL SECTOR ELÉCTRICO. <Artículo modificado
por el artículo 24 de la Ley 1930 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Las empresas
generadoras de energía hidroeléctrica cuya potencia nominal instalada total supere los 10.000
kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas de energía por generación propia de acuerdo
con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión de Regulación Energética, de la
siguiente manera:

1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales o para Parques Nacionales Naturales
que tengan jurisdicción en el área donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y del área
de influencia del proyecto y para la conservación de páramos en las zonas donde existieren.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado 'o para Parques Nacionales Naturales' declarado EXEQUIBLE, por los
cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-407-19 de 3 de
septiembre de 2019, Magistrado Ponente Dr. Antonio José Lizarazo Ocampo

2. El 3% para los municipios y distritos localizados en la cuenca hidrográfica, distribuidos de la
siguiente manera:

a) El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el embalse,
distintos a las que trata el literal siguiente;

b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentran en el embalse;

Cuando los municipios y distritos en donde se encuentren instaladas las plantas hidroeléctricas,
no sean parte de la cuenca o del embalse, recibirán el 0.2%, el cual se descontará por partes
iguales de los porcentajes de que tratan los literales a) y b) anteriores.

Cuando los municipios y distritos sean a la vez cuenca y embalse participarán proporcionalmente
en las transferencias de que hablan los literales a) y b) del numeral segundo del presente artículo.

Los recursos destinados a la conservación de páramos serán transferidos a la subcuenta creada
para tal fin en el Fondo Nacional Ambiental (Fonam). En el caso donde los páramos se
encuentren dentro del Sistema Nacional de Parques Naturales serán transferidos directamente a
la Subcuenta de Parques Naturales.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado 'Los recursos destinados a la conservación de páramos serán transferidos
a la subcuenta creada para tal fin en el Fondo Nacional Ambiental (Fonam)' declarado
EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
407-19 de 3 de septiembre de 2019, Magistrado Ponente Dr. Antonio José Lizarazo Ocampo

Estos recursos solo podrán ser utilizados por municipios en obras previstas en el plan de
desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento básico y mejoramiento
ambiental.

3. En el caso de centrales térmicas la transferencia de que trata el presente artículo será de 4%
que se distribuirá así:

a) 2.5% Para la Corporación Autónoma Regional para la protección del media ambiente del área
donde está ubicada la planta y para la conservación de páramos en las zonas donde existieren.

b) 1.5% Para el municipio donde está situada la planta generadora.

<Ver Notas del Editor> Los recursos para la conservación de páramos serán transferidos a le
subcuenta creada para tal fin en el Fondo Nacional Ambiental (Fonam). Estos recursos solo
podrán ser utilizados por los municipios en obras previstas en el plan de desarrollo municipal,
con prioridad para proyectos de saneamiento básico y mejoramiento ambiental.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este inciso debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 11 de la Ley 1955 de 2019, 'por el cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo 2018-2022. “Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad”', publicada en el Diario
Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019:

'ARTÍCULO 11. RECURSOS PARA LA CONSERVACIÓN DE LOS PÁRAMOS. Los
recursos de que tratan los artículos 43 y 45 de la Ley 99 de 1993, modificados por la Ley
1930 de 2018, que le correspondan a las Corporaciones Autónomas Regionales y a los
municipios y, que sean destinados a la conservación de los páramos, constituyen rentas
propias de estas autoridades por lo que no ingresarán al Fondo Nacional Ambiental
(FONAM).

Los recursos que le correspondan a Parques Nacionales Naturales ingresarán a la subcuenta
para la administración y manejo del Sistema de Parques Nacionales del FONAM. En todo
caso los recursos de los que trata este artículo se destinarán exclusivamente a la preservación,
restauración, uso sostenible y generación de conocimiento de los páramos.'

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

Aquellos municipios que cuenten con ecosistemas de páramos, deberán priorizar la inversión de
los recursos en la conservación de estas áreas.



PARÁGRAFO 1. De los recursos de que habla este artículo, solo se podrá destinar hasta el 10%
para gastos de funcionamiento.

PARÁGRAFO 2. Se entiende por saneamiento básico y mejoramiento ambiental la ejecución de
obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamiento de aguas y manejo y
disposición de desechos líquidos y sólidos.

PARÁGRAFO 3. En la transferencia a que hace relación este artículo está comprendido el pago
por parte del sector hidroenergético, de la tasa por utilización de aguas de que habla el artículo
43.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 24 de la Ley 1930 de 2018, 'por medio de la cual se
dictan disposiciones para la gestión integral de los páramos en Colombia', publicada en el
Diario Oficial No. 50.667 de 27 de julio de 2018.

- El texto de la Ley 1450 de 2011, al no haber sido derogado expresamente, continuará
vigente hasta que sea derogado o modificado por norma posterior, según lo dispuesto por el
artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo
2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial No. 49.538 de 9 de
junio de 2015.

- Artículo modificado por el artículo 222 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo, 2010-2014'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

- El Decreto 20 de 2011, 'por el cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y
Ecológica por razón de grave calamidad pública', fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-216-11 de 29 de marzo de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Juan Carlos Henao Pérez.

- El artículo 11 del Decreto 141 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 47.959 de 21 de
enero de 2011, expedido en desarrollo de lo dispuesto en el Decreto 20 del 7 de enero de
2011, ordena:

(Por favor remitirse a la norma que a continuación se transcribe para comprobar la vigencia
del texto original:)

'ARTÍCULO 11. <INEXEQUIBLE por consecuencia> Las Corporaciones destinarán como
mínimo el 10% de los recursos de que trata el artículo 45 de la Ley 99 de 1993, para
adelantar en toda su jurisdicción actividades de reforestación, restauración, recuperación o
rehabilitación de ecosistemas y para la elaboración de los planes de establecimiento y manejo
de sistemas forestales, siguiendo los criterios establecidos por el Ministerio de Ambiente,
Vivienda y Desarrollo Territorial. Adicionalmente podrán incluirse procesos de declaratoria y
manejo de aéreas protegidas del nivel regional. '

- Artículo modificado transitoriamente por el artículo 1 del Decreto 4629 de 2010, publicado



en el Diario Oficial No. 47.922 de 13 de diciembre de 2010, dictado en desarrollo de lo
dispuesto en los Decretos 4579 y 4580 de diciembre 7 de 2010.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Decreto 141 de 2011 declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-276-11 de 12 de abril de 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo.

- Artículo 1 del Decreto 4629 de 2010 declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-298-11 según Comunicado de Prensa de la Sala Plena de 27 de abril
2011, Magistrado Ponente Dr.Jorge Iván Palacio Palacio.

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-495-98 de 15 de septiembre de 1998, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera
Carbonell.

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-594-10 de 27 de julio de 2010, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto
Vargas Silva.

Concordancias

Ley 2294 de 2023; Art. 233 (L. 143 de 1994; Art. 54)

Ley 1955 de 2019; Art. 11; Art. 289 (L. 143 de 1994; Art. 54)

Ley 344 de 1996; Art. 25

Ley 142 de 1994; Art. 16

Decreto 421 de 2021; Art. 1 (DUR 1073 de 2015; Art. 2.2.3.8.8.2)

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 45. Las empresas generadoras de energía hidroeléctrica cuya potencia nominal
instalada total supere los 10.000 kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas de energía
por generación propia de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión
de Regulación Energética, de la manera siguiente:

1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción en el área
donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y del área de influencia del proyecto.

2. El 3% para los municipios y distritos localizado en la cuenca hidrográfica, distribuidos de
la siguiente manera:

a) El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el embalse,
distintos a las que trata el literal siguiente;

b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentran en el embalse;



c) Cuando los municipios y distritos en donde se encuentren instaladas las plantas
hidroeléctricas, no sean parte de la cuenca o del embalse, recibirán el 0.2%, el cual se
descontará por partes iguales de los porcentajes de que tratan los literales a) y b) anteriores.

Cuando los municipios y distritos sean a la vez cuenca y embalse participarán
proporcionalmente en las transferencias de que hablan los literales a) y b) del numeral
segundo del presente artículo.

3. En el caso de centrales térmicas la transferencia de que trata el presente artículo será del
4% que se distribuirá así:

a) 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para la protección del medio ambiente del
área donde está ubicada la planta.

b) 1.5% para el municipio donde está situada la planta generadora.

Estos recursos deberán ser utilizados por el municipio, en al menos un 50% a partir del año
2012, en proyectos de agua potable, saneamiento básico y mejoramiento ambiental.

PARÁGRAFO 1o. De los recursos de que habla este artículo, solo se podrá destinar hasta el
10% para gastos de funcionamiento.

PARÁGRAFO 2o. Se entiende por saneamiento básico y mejoramiento ambiental la
ejecución de obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos de aguas y
manejo y disposición de desechos líquidos y sólidos.

PARÁGRAFO 3o. En la transferencia a que hace relación este artículo está comprendido el
pago por parte del sector hidroenergético, de la tasa por utilización de aguas de que habla el
artículo 43.

Texto modificado por el Decreto 4629 de 2010:

ARTÍCULO 45. Las empresas generadoras de energía hidroeléctrica cuya potencia nominal
instalada total supere los 10.000 kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas de energía
por generación propia de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión
de Regulación Energética, de la manera siguiente:

1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción en el área
donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y el embalse, que serán destinados a las
obras y actividades que se señalan a continuación y que tengan como finalidad contrarrestar
y/o mitigar las situaciones de desastre nacional y emergencia social, económica y ecológica
en el territorio de su jurisdicción:

a. La construcción de obras y actividades para el control de inundaciones, control de
caudales, rectificación y manejo de cauces, control de escorrentía, control de erosión, obras
de geotecnia, regulación de cauces y corrientes de agua y demás obras para el manejo de
suelos, aguas y vegetación.

b. La restauración, recuperación, conservación y protección de la cobertura vegetal,
enriquecimientos vegetales y aislamiento de áreas para facilitar la sucesión natural de las
áreas citadas.



Las obras y/o actividades antes señaladas, se ejecutarán con base en la identificación y
priorización realizada conjuntamente con el respectivo CREPAD.

2. El 3% para los municipios y distritos localizados en la cuenca hidrográfica, distribuidos de
la siguiente manera:

a. El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el embalse,
distintos a los que trata el literal siguiente.

b. El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentra el embalse.

Cuando los municipios sean a la vez cuenca y embalse, participarán proporcionalmente en las
transferencias de que tratan los literales a y b del numeral 2 del presente artículo.

Estos recursos solo podrán ser utilizados por los municipios, en proyectos y actividades de
atención de emergencia o rehabilitación que se mencionan a continuación, tendientes a
contrarrestar y/o mitigar las situaciones de desastre nacional y de emergencia social,
económica y ecológica:

a. Proyectos de atención de emergencias: Proyectos que por las condiciones deberán ser
ejecutados prioritariamente durante la emergencia, enfocados a:

-- Abastecimiento de agua potable, manejo de aguas servidas, recolección y disposición de
residuos sólidos por medios alternativos (carrotanques, tanques de almacenamiento
provisionales, agua en bolsa, volquetas, equipos de succión, rotasondas, entre otras).

-- Reparaciones temporales que restablezcan la prestación del servicio (adquisición e
instalación de equipos, insumos e instalaciones eléctricas, entre otros).

-- Adecuación de fuentes alternativas como la perforación de pozos, sin perjuicio del
cumplimiento de los trámites ambientales.

b. Proyectos enfocados a Rehabilitación: Aquellos tendientes al restablecimiento de la
prestación del servicio afectado con la emergencia, enfocados a:

-- Reparación de los daños ocasionados a los sistemas de prestación de los servicios de
acueducto, alcantarillado y aseo.

-- Recuperación de la infraestructura colapsada o que sus daños hayan afectado su operación.

-- Reducción de un riesgo inminente que pueda afectar directamente la infraestructura
principal de acueducto, alcantarillado o aseo, que debe intervenirse de forma inmediata o de
lo contrario puede generar la interrupción de los servicios (ejemplo estabilización de laderas,
reforzamiento de estructuras, etc.).

3. En el caso de centrales térmicas la transferencia de que trata el presente artículo será del
4%, que se distribuirá así:

a. 2.5% para la Corporación Autónoma del área donde está ubicada la planta.

b. 1.5% para el municipio donde está situada la planta generadora.

Estos recursos sólo podrán ser utilizados en los proyectos y actividades mencionadas



anteriormente.

PARÁGRAFO 1o. De los recursos de que habla este artículo sólo se podrá destinar hasta el
10% para gastos de funcionamiento.

PARÁGRAFO 2o. Se entiende por saneamiento básico y mejoramiento ambiental la
ejecución de obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos de aguas y
manejo y disposición de desechos líquidos y sólidos.

PARÁGRAFO 3o. En la transferencia a que hace relación este artículo está comprendido el
pago, por parte del sector hidroenergético, de la tasa por utilización de aguas de que habla el
artículo 43.

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 45. Las empresas generadoras de energía hidroeléctrica cuya potencia nominal
instalada total supere los 10.000 kilovatios, transferirán el 6% de las ventas brutas de energía
por generación propia de acuerdo con la tarifa que para ventas en bloque señale la Comisión
de Regulación Energética, de la manera siguiente:

1. El 3% para las Corporaciones Autónomas Regionales que tengan jurisdicción en el área
donde se encuentra localizada la cuenca hidrográfica y el embalse, que será destinado a la
protección del medio ambiente y a la defensa de la cuenca hidrográfica y del área de
influencia del proyecto.

2. El 3% para los municipios y distritos localizados en la cuenca hidrográfica, distribuidos de
la siguiente manera:

a) El 1.5% para los municipios y distritos de la cuenca hidrográfica que surte el embalse,
distintos a los que trata el literal siguiente.

b) El 1.5% para los municipios y distritos donde se encuentra el embalse.

Cuando los municipios sean a la vez cuenca y embalse, participarán proporcionalmente en las
transferencias de que hablan los literales a y b del numeral segundo del presente artículo.

Estos recursos sólo podrán ser utilizados por los municipios en obras previstas en el plan de
desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento básico y mejoramiento
ambiental.

3. En el caso de centrales térmicas la transferencia de que trata el presente artículo será del
4% que se distribuirá así:

a) 2.5% para la Corporación Autónoma Regional para la protección del medio ambiente del
área donde está ubicada la planta.

b) 1.5% para el municipio donde está situada la planta generadora.

Estos recursos sólo podrán ser utilizados por el municipio en obras previstas en el plan de
desarrollo municipal, con prioridad para proyectos de saneamiento básico y mejoramiento
ambiental.

PARÁGRAFO 1. De los recursos de que habla este artículo sólo se podrá destinar hasta el



10% para gastos de funcionamiento;

PARÁGRAFO 2. Se entiende por saneamiento básico y mejoramiento ambiental la ejecución
de obras de acueductos urbanos y rurales, alcantarillados, tratamientos de aguas y manejo y
disposición de desechos líquidos y sólidos;

PARÁGRAFO 3. En la transferencia a que hace relación este artículo, está comprendido el
pago, por parte del sector hidroenergético, de la tasa por utilización de aguas de que habla el
artículo 43.

ARTÍCULO 46. PATRIMONIO Y RENTAS DE LAS CORPORACIONES AUTÓNOMAS
REGIONALES. Constituyen el patrimonio y rentas de las Corporaciones Autónomas
Regionales:

1) El producto de las sumas que, por concepto de porcentaje ambiental del impuesto predial, les
transferirán los municipios y distritos, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 44 de la
presente ley.

2) Los recursos que le transfieran las entidades territoriales con cargo a sus participaciones en las
regalías nacionales.

3) El porcentaje de los recursos que asigne la ley, con destino al medio ambiente y a la
protección de los recursos naturales renovables, provenientes del Fondo Nacional de Regalías.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 46 del Decreto 955 de 2000, 'Por el cual se pone en vigencia el Plan
de Inversiones Públicas para los años 1998 a 2002', publicado en el Diario Oficial No.
44.020, del 26 de mayo de 2000 cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 46. ELEGIBILIDAD DE PROYECTOS. El Ministerio del Medio Ambiente
reglamentará los criterios de selección de los proyectos que soliciten financiación con
recursos provenientes del Fondo Nacional de Regalías, así como los criterios que deberá
atender la Corporación Autónoma Regional o de Desarrollo Sostenible respectiva para
expedir aval técnico al proyecto que se presente para su revisión, cuando los mismos tengan
por objeto la preservación del Medio Ambiente'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 3 y 26 de la Ley 344 de 1996 Por el cual se dictan normas
tendientes a la racionalización del gasto público, se conceden unas facultades extraordinarias
y se expiden otras disposiciones',publicada en el Diario Oficial No. 42.951, del 31 de
diciembre de 1996, cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 3o. <Artículo modificado por el artículo 59 del Decreto 955 de 2000. El nuevo
texto es el siguiente:> El total de los recursos propios del Fondo Nacional de Regalías,
incluyendo los excedentes financieros y los reaforos que se produzcan, una vez descontadas
las asignaciones contempladas en el artículo 1o., parágrafo 1o., artículo 5o., parágrafo,
artículo 8o., numeral 8o., que se elevará al 1% y artículo 30 de la presente ley, se destinará a
la promoción de la minería, a la preservación del medio ambiente y a la financiación de
proyectos regionales de inversión, incluyendo los de la red vial, secundaria y terciaria,



aplicando los siguientes parámetros porcentuales como mínimo:

20% para el fomento de la minería.

20% para la preservación del medio ambiente.

59% para la financiación de proyectos regionales de inversión, incluyendo los de la red vial,
secundaria y terciaria definidos como prioritarios en los planes de desarrollo de las
respectivas entidades territoriales. De este porcentaje, no menos del 80% deberá destinarse,
para financiar los proyectos de carácter regional de recuperación, construcción o terminación
de la red vial secundaria y terciaria'.

'ARTÍCULO 26. El Fondo Nacional de Regalías podrá financiar los gastos operativos de los
proyectos de inversión de protección del medio ambiente ejecutados por las Corporaciones
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible'.

4) Los recursos provenientes de derechos, contribuciones, tasas, tarifas, multas y participaciones,
que perciban, conforme a la ley y las reglamentaciones correspondientes; y en especial el
producto de las tasas retributivas y compensatorias de que trata el Decreto-Ley 2811 de 1.974 en
concordancia con lo dispuesto en la presente ley;

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta que
mediante el Decreto 3572 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 48.205 de 27 de
septiembre de 2011, 'se crea una Unidad Administrativa Especial, se determinan sus
objetivos, estructura y funciones', la cual estará encargada de la administración y manejo del
Sistema de Parques Nacionales Naturales y la coordinación del Sistema Nacional de Áreas
Protegidas, según lo dispuesto en su artículo 1.

El artículo 2 que establece sus funciones, incluye:

'9. Liquidar, cobrar y recaudar conforme a la ley, los derechos, tasas, multas, contribuciones y
tarifas por el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables de las áreas del
Sistema de Parques Nacionales Naturales y de los demás bienes y servicios ambientales
suministrados por dichas áreas. ' <subraya el editor>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Numeral 4) declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-495-
96 del 26 de septiembre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

5) Los ingresos causados por las contribuciones de valorización que se establezcan, conforme a
la ley, para la financiación de obras de beneficio común ejecutadas en ejercicio de sus funciones
legales.

6) Un porcentaje hasta del 10% del producto del impuesto de timbre a los vehículos que
autónomamente decidan fijar los Departamentos, como retribución del servicio de reducción del
impacto o de control de las emisiones de sustancias tóxicas o contaminantes del parque



automotor.

7) El 50% de las indemnizaciones, distintas a la recompensa que beneficiará en su totalidad al
actor, impuestas en desarrollo de los procesos instaurados en ejercicio de las acciones populares
de que trata el artículo 88 de la Constitución Política. Estos valores corresponderán a la
Corporación que tenga jurisdicción en el lugar donde se haya producido el daño ambiental
respectivo. En caso de que corresponda a varias Corporaciones, el juez competente determinará
la distribución de las indemnizaciones.

8) El 50% del valor de las multas o penas pecuniarias impuestas, por las autoridades de las
entidades territoriales que forman parte de la jurisdicción de la respectiva Corporación, como
sanciones por violación a las leyes, reglamentos o actos administrativos de carácter general en
materia ambiental.

9) Los recursos que se apropien para serles transferidos en el presupuesto nacional.

10) Las sumas de dinero y los bienes y especies que a cualquier título le transfieran las entidades
o personas públicas o privadas, los bienes muebles e inmuebles que actualmente posean y los
que adquieran y les sean transferidos en el futuro a cualquier título.

11) Los derechos causados por el otorgamiento de licencias, permisos, autorizaciones,
concesiones y salvoconductos, de acuerdo a la escala tarifaria que para el efecto expida el
Ministerio del Medio Ambiente.

PARÁGRAFO. Los recursos y rentas previstos en este artículo ingresarán al Fondo Nacional
Ambiental en aquellas regiones del país donde no se hayan organizado corporaciones autónomas
regionales, hasta el momento en que éstas se creen. Estas rentas deberán asignarse a programas y
proyectos que se ejecuten en las regiones respectivas.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 22 de la Ley 611 de 2000, 'Por la cual se dictan normas para el
manejo sostenible de especies de Fauna Silvestre y Acuática', publicada en el Diario Oficial
No. Diario Oficial No. 44.144, del 29 de agosto de 2000, cuyo texto se transcribe a
continuación:

'ARTÍCULO 22. La autoridad ambiental se reservará un porcentaje de la producción de cada
zoocriadero que será asignado en función del estado de conservación de la especie, que podrá
ser recibido en recursos económicos, servicios ambientales y/o especímenes para ser
utilizados en el manejo sostenible de la especie.

PARÁGRAFO. Las autoridades ambientales adelantarán los estudios, acciones y
seguimiento necesarios para garantizar el rendimiento sostenido de las poblaciones en el
marco de un programa de conservación diseñado e implementado conjuntamente con el
sector privado'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 25 y 39.1, de la Ley 142 de 1994, 'Por la cual se establece el
régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones', publicada en
el Diario Oficial No. 41.433, del 11 de julio de 1994, cuyos textos se transcriben a
continuación:



'ARTÍCULO 25. CONCESIONES, Y PERMISOS AMBIENTALES Y SANITARIOS.
Quienes presten servicios públicos requieren contratos de concesión, con las autoridades
competentes según la ley, para usar las aguas; para usar el espectro electromagnético en la
prestación de servicios públicos requerirán licencia o contrato de concesión'.

'ARTÍCULO 39. CONTRATOS ESPECIALES. Para los efectos de la gestión de los
servicios públicos se autoriza la celebración, entre otros, de los siguientes contratos
especiales:

39.1. Contratos de concesión para el uso de recursos naturales o del medio ambiente. El
contrato de concesión de aguas, es un contrato limitado en el tiempo, que celebran las
entidades a las que corresponde la responsabilidad de administrar aquellas, para facilitar su
explotación o disfrute. En estos contratos se pueden establecer las condiciones en las que el
concesionario devolverá el agua después de haberla usado.

...

La remuneración que se pacte por una concesión o licencia ingresará al presupuesto de la
entidad pública que celebre el contrato o expida el acto.

...'

- En criterio del editor, para la interpretación de este literal debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 33 parágrafo de la Ley 84 de 1989, 'Por la cual se adopta el Estatuto
Nacional de Protección de los Animales y se crean unas contravenciones y se regula lo
referente a su procedimiento y competencia', publicada en el Diario Oficial No. 39.120, del
27 de diciembre de 1989, cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 33. Sin menoscabo de lo dispuesto en los artículos pertinentes del Título VIII,
Capítulo II del Código Penal, el comercio de animales silvestres sólo se permitirá cuando los
ejemplares sean obtenidos en zoocriaderos establecidos mediante autorización del
INDERENA, el cual reglamentará la forma como debe realizarse dicho comercio conforme a
lo estipulado en el Decreto 1608 de 1978.

La violación de lo dispuesto en el Capítulo VII de esta Ley será sancionada con pena de
arresto de dos (2) meses a un (1) año y multas sucesivas de diez mil ($10.000.oo) a un millón
($1.000.000.oo) de pesos y el decomiso de los animales para ser devueltos a su hábitat.

PARÁGRAFO. Sin perjuicio de lo dispuesto en estas u otras normas, cuando haya decomiso
de pieles o de carnes de animales silvestres podrán ser rematadas a beneficio del Municipio
respectivo, si aquel ha sido realizado por funcionarios del mismo. Cuando el decomiso lo
haga la entidad administradora de recursos naturales el producto ingresará a sus fondos.

Cuando el Funcionario encargado de supervisar el uso de licencias permita la captura de
peces o fauna acuática superior o distinta a la autorizada, será objeto de destitución por la
respectiva entidad, sin menoscabo de otras sanciones que correspondan a su conducta'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
establecido por los artículos 25 y 26 de la Ley 344 de 1996, publicada en el Diario Oficial
No. 42.951 del 31 de diciembre de 1996.



Los textos referidos son los siguientes:

'ARTÍCULO 25. Las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible,
financiarán sus gastos de financiamiento, inversión y servicio de la deuda con los recursos
propios que les asigna la Ley 99 de 1993.

El Gobierno Nacional hará los aportes del presupuesto nacional a las Corporaciones
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible cuando sus rentas propias por los aportes
que reciban del Fondo de Compensación sean insuficientes'.

'ARTÍCULO 26. El Fondo Nacional de Regalías podrá financiar los gastos operativos de los
proyectos de inversión de protección del medio ambiente ejecutados por las Corporaciones
Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible'.

Concordancias

Ley 344 de 1996; Art. 25

ARTÍCULO 47. CARÁCTER SOCIAL DEL GASTO PÚBLICO AMBIENTAL. Los
recursos que por medio de esta Ley se destinan a la preservación y saneamiento ambiental se
consideran gasto público social.

ARTÍCULO 48. DEL CONTROL FISCAL DE LAS CORPORACIONES AUTÓNOMAS
REGIONALES. La Auditoría de las Corporaciones Autónomas Regionales creadas mediante la
presente Ley, estará a cargo de la Contraloría General de la República, por lo cual se autoriza al
Contralor General de la República para que, conforme a la Ley 42 de 1.992, realice los ajustes
estructurales necesarios en la estructura administrativa de dicha institución.

TÍTULO VIII.

DE LAS LICENCIAS AMBIENTALES

ARTÍCULO 49. DE LA OBLIGATORIEDAD DE LA LICENCIA AMBIENTAL. La
ejecución de obras, el establecimiento de industrias o el desarrollo de cualquier actividad, que de
acuerdo con la Ley y los reglamentos, pueda producir deterioro grave a los recursos naturales
renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje
requerirán de una Licencia Ambiental.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 99 numeral 2 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 99. LICENCIAS. Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las
normas contenidas en la Ley 9 de 1989 y en el Decreto ley 2150 de 1995 en materia de
licencias urbanísticas:

...

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes
parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo
ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

...'

Notas de vigencia

- Artículo subrogado por el artículo 89 del Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario
Oficial No. 43.622, del 29 de junio de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.

Concordancias

Ley 344 de 1996; art. 28

Decreto 2150 de 1995; art. 132; art. 133; art. 136

Legislación anterior

Texto modificado por el Decreto 266 de 2000:

ARTÍCULO 49. Requerirán Licencia ambiental para su ejecución los proyectos, obras o
actividades, que puedan generar deterioro grave al medio ambiente, a los recursos naturales
renovables o al paisaje, de conformidad con el artículo siguiente.

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 1122 de 1999, declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 49. LICENCIA AMBIENTAL. Requerirán Licencia ambiental para su ejecución
los proyectos, obras o actividades, que según el reglamento puedan generar impacto
significativo al medio ambiente, a los recursos naturales renovables o al paisaje.

ARTÍCULO 50. DE LA LICENCIA AMBIENTAL. Se entiende por Licencia Ambiental la



autorización que otorga la autoridad ambiental competente para la ejecución de una obra o
actividad, sujeta al cumplimiento por el beneficiario de la licencia de los requisitos que la misma
establezca en relación con la prevención, mitigación, corrección, compensación y manejo de los
efectos ambientales de la obra o actividad autorizada.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 99 numeral 2 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 99. LICENCIAS. Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las
normas contenidas en la Ley 9 de 1989 y en el Decreto ley 2150 de 1995 en materia de
licencias urbanísticas:

...

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes
parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo
ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

...'

Concordancias

Ley 1474 de 2011; Art. 75 Par. 2o.

Ley 1450 de 2011; Art. 110 Par.; Art. 112; Art. 224

Ley 962 de 2005; Art. 60

ARTÍCULO 51. COMPETENCIA. <Ver Notas del Editor> Las Licencias Ambientales serán
otorgadas por el Ministerio del Medio Ambiente, las Corporaciones Autónomas Regionales y
algunos municipios y distritos, de conformidad con lo previsto en esta Ley.

En la expedición de las licencias ambientales y para el otorgamiento de los permisos,
concesiones y autorizaciones se acatarán las disposiciones relativas al medio ambiente y al
control, la preservación y la defensa del patrimonio ecológico, expedidas por las entidades
territoriales de la jurisdicción respectiva.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta que
mediante el Decreto 3573 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 48.205 de 27 de
septiembre de 2011, 'se crea la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– y se
dictan otras disposiciones', entidad encargada de que los proyectos, obras o actividades
sujetos de licenciamiento, permiso o trámite ambiental cumplan con la normativa ambiental,
de tal manera que contribuyan al desarrollo sostenible ambiental del País (Art. 2).

El artículo 3 que establece sus funciones, incluye:

'1. Otorgar o negar las licencias, permisos y trámites ambientales de competencia del
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformidad con la ley y los
reglamentos.

'2. Realizar el seguimiento de las licencias, permisos y trámites ambientales. '

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 99 numeral 2 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 99. LICENCIAS. Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las
normas contenidas en la Ley 9 de 1989 y en el Decreto ley 2150 de 1995 en materia de
licencias urbanísticas:

...

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes
parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo
ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

...'

ARTÍCULO 52. COMPETENCIA DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE. <Ver
Notas del Editor>El Ministerio del Medio Ambiente otorgará de manera privativa la Licencia
Ambiental en los siguientes casos:

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta que
mediante el Decreto 3573 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 48.205 de 27 de
septiembre de 2011, 'se crea la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– y se
dictan otras disposiciones'; entidad encargada de que los proyectos, obras o actividades
sujetos de licenciamiento, permiso o trámite ambiental cumplan con la normativa ambiental,
de tal manera que contribuyan al desarrollo sostenible ambiental del País (Art. 2).

El artículo 3 que establece sus funciones, incluye:

'1. Otorgar o negar las licencias, permisos y trámites ambientales de competencia del
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformidad con la ley y los
reglamentos.

'2. Realizar el seguimiento de las licencias, permisos y trámites ambientales. '

1. Ejecución de obras y actividades de exploración, explotación, transporte, conducción y
depósito de hidrocarburos y construcción de refinerías.

2. Ejecución de proyectos de gran minería.

3. Construcción de presas, represas o embalses con capacidad superior a doscientos millones de
metros cúbicos, y construcción de centrales generadoras de energía eléctrica que excedan de
100.000 Kw de capacidad instalada así como el tendido de las líneas de transmisión del sistema
nacional de interconexión eléctrica y proyectos de exploración y uso de fuentes de energía
alternativa virtualmente contaminantes.

4. Construcción o ampliación de puertos marítimos de gran calado.

5. Construcción de aeropuertos internacionales.

6. Ejecución de obras públicas de las redes vial, fluvial y ferroviaria nacionales.

7. Construcción de distritos de riego para más de 20.000 hectáreas.

8. Producción e importación de pesticidas, y de aquellas sustancias, materiales o productos
sujetos a controles por virtud de tratados, convenios y protocolos internacionales.

9. Proyectos que afecten el Sistema de Parques Nacionales Naturales.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Numeral declarado EXEQUIBLE, por los cargos formulados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-746-12 de 26 de septiembre de 2012, Magistrado Ponente Dr. Luis
Guillermo Guerrero Pérez.

¿Se encuentra este numeral derogado tácitamente por el Decreto 3573 de 2011?

'Una revisión del texto del Decreto Ley 3573 de 2011, “Por el cual se crea la Autoridad
Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– y se dictan otras disposiciones” permite
concluir que la norma demandada (habilitación a una autoridad para la expedición de
licencias ambientales que afecten el Sistema de Parques Nacionales Naturales) continúa
vigente. El único cambio operado es el traslado de dicha competencia, en términos
administrativos, del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible a la recién creada
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales. Esta reasignación de competencias en nada
supone la derogatoria de la disposición demandada, pues dicha atribución continúa vigente,
aunque, debido a los efectos del Decreto Ley 3573 de 2011 sea otra autoridad a quien le
corresponda adelantarla.

10. Proyectos que adelanten las Corporaciones Autónomas Regionales a que hace referencia el
numeral 19 del artículo 31 de la presente Ley.

11. Transvase de una cuenca a otra de corrientes de agua que excedan de 2 mt3/segundo durante
los períodos de mínimo caudal.

12. Introducción al país de parentales para la reproducción de especies foráneas de fauna y flora
silvestre que puedan afectar la estabilidad de los ecosistemas o de la vida salvaje.

13. Generación de energía nuclear.

PARÁGRAFO 1. La facultad de otorgar licencias ambientales para la construcción de puertos se
hará sin perjuicio de la competencia legal de la Superintendencia General de Puertos de otorgar
concesiones portuarias. No obstante la licencia ambiental es prerrequisito para el otorgamiento
de concesiones portuarias.

PARÁGRAFO 2. El Ministerio del Medio Ambiente otorgará una Licencia Ambiental Global
para la explotación de campos petroleros y de gas, sin perjuicio de la potestad de la autoridad
ambiental para adicionar o establecer condiciones ambientales específicas requeridas en cada
caso, dentro del campo de producción autorizado.

PARÁGRAFO 3. <Parágrafo adicionado por el artículo 136 del Decreto 2150 de 1995.> La
autoridad ambiental podrá otorgar una licencia ambiental global para la etapa de explotación
minera, sin perjuicio de la potestad de ésta para adicionar o establecer condiciones ambientales
específicas requeridas en cada caso dentro del área o acto del título minero.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 11 de la Ley 611 de 2000, 'Por la cual se dictan normas para el
manejo sostenible de especies de Fauna Silvestre y Acuática', publicada en el Diario Oficial
No. Diario Oficial No. 44.144, del 29 de agosto de 2000, cuyo texto se transcribe a
continuación:

'ARTÍCULO 11. Para efectos de instalar zoocriaderos con fines comerciales y darle
cumplimiento a lo preceptuado en la presente ley, las personas naturales o jurídicas deberán
presentar junto con la solicitud de licencia ambiental los siguientes requisitos legales y
técnicos:

a) Si se trata de persona natural, deberá aportar fotocopia del documento de identificación del
interesado y copia de los documentos donde conste el derecho del solicitante a ocupar los
predios donde se establecerá el zoocriadero;

b) Si se trata de persona jurídica deberá aportar el certificado sobre existencia y
representación legal de la sociedad y fotocopia de la cédula de ciudadanía de su
representante;

c) El poder si se actúa por intermedio de apoderado;

d) El proyecto de zoocriadero que contendrá la infraestructura y condiciones apropiadas en
función de los objetivos y fines del zoocriadero avalado por profesional de biología,
ingeniería genética, ingeniería pesquera, veterinaria, zootecnia, ingeniería de los recursos
naturales renovables y demás ciencias biológicas y afines.

PARÁGRAFO. La autoridad ambiental respectiva estudiará la documentación pertinente y
resolverá en el término de treinta (30) días, notificando al interesado el resultado de su
decisión'.

Notas de vigencia

- Artículo modificado por el artículo 50 del Decreto 266 de 2000, publicado en el Diario
Oficial No. 43.906 del 22 de febrero de 2000.

- Artículo subrogado por el artículo 90 del Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario
Oficial No. 43.622, del 29 de junio de 1999.

- Parágrafo 3o. adicionado por el artículo 136 del Decreto 2150 de 1995, publicado en el
Diario Oficial No. 42.137 del 6 de diciembre de 1995.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 266 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1316-00 del 26 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Carlos
Gaviria.

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.



Legislación anterior

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 266 de 2000,

declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 52. DE LA EXIGENCIA DE LICENCIA AMBIENTAL. El Ministerio del
Medio Ambiente otorgará licencia ambiental respecto de las siguientes actividades:

1. Explotación, transporte, conducción y depósito de hidrocarburos, y construcción de
refinerías.

2. Proyectos de gran minería.

3. Proyectos de generación y transmisión de energía eléctrica de orden nacional.

4. Proyectos de infraestructura vial, fluvial y ferroviaria nacional; infraestructura
aeroportuaria de carácter internacional; proyectos portuarios de gran calado.

5. Producción e importación de plaguicidas.

6. Importación, tratamiento, disposición y eliminación de sustancias, productos o materiales
regulados por Tratados, Convenios y Protocolos Internacionales de carácter ambiental.

7. Proyectos en áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales.

8. Proyectos que requieran licencia ambiental y que adelanten las Corporaciones Autónomas
Regionales y de Desarrollo Sostenible o los grandes centros urbanos.

9. Generación de energía nuclear.

10. Introducción de especies foráneas de fauna y flora silvestre y microorganismos.

11. Transvases de una cuenca a otra de corrientes de agua que excedan de 2 mt3/segundo
durante los períodos de mínimo caudal.

PARÁGRAFO 1o. La facultad de otorgar licencias ambientales para la construcción de
puertos se hará sin perjuicio de la competencia legal de la Superintendencia General de
Puertos y Transporte de otorgar concesiones portuarias. No obstante la licencia ambiental es
prerrequisito para el otorgamiento de concesiones portuarias.

PARÁGRAFO 2o. El Ministerio del Medio Ambiente podrá definir mecanismos e
instrumentos administrativos de prevención, control y seguimiento ambiental para la
ejecución de proyectos, obras o actividades que no generen impactos significativos al medio
ambiente, los recursos naturales renovables o al paisaje.

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 1122 de 1999,

declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 52. DE LA EXIGENCIA DE LICENCIA AMBIENTAL. El Ministerio del
Medio Ambiente otorgará la Licencia Ambiental, en los casos en que ésta se requiera, según
el reglamento, respecto de las siguientes actividades:



1. Exploración, explotación, transporte, conducción y depósito de hidrocarburos, y
construcción de refinerías.

2. Proyectos de gran minería.

3. Proyectos de generación y transmisión de energía eléctrica de orden nacional.

4. Proyectos de infraestructura vial, fluvial y ferroviaria nacional; infraestructura
aeroportuaria de carácter internacional; proyectos portuarios de gran calado.

5. Producción e importación de plaguicidas.

6. Importación, tratamiento, disposición y eliminación de sustancias, productos o materiales
regulados por Tratados, Convenios y Protocolos Internacionales de carácter ambiental.

7. Proyectos en áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales.

8. Proyectos que adelanten las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo
Sostenible.

9. Generación de energía nuclear.

10. Introducción de especies foráneas de fauna y flora silvestre y microorganismos.

11. Transvases de una cuenca a otra de corrientes de agua que excedan de 2 mt3/segundo
durante los períodos de mínimo caudal.

12. Las demás que por ser de importancia nacional, se definan en los reglamentos.

PARÁGRAFO 1. El Ministerio del Medio Ambiente impulsará la reglamentación de que
trata este artículo dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia del presente
Decreto.

PARÁGRAFO 2. La facultad de otorgar licencias ambientales para la construcción de
puertos se hará sin perjuicio de la competencia legal de la Superintendencia General de
Puertos de otorgar concesiones portuarias. No obstante la licencia ambiental es prerrequisito
para el otorgamiento de concesiones portuarias'.

ARTÍCULO 52-BIS. MECANISMOS DE PREVENCION, CONTROL Y SEGUIMIENTO
AMBIENTAL. <Artículo adicionado por el artículo 91 del Decreto 1122 de 1999. El Decreto
1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE>.

Notas de vigencia

- Artículo adicionado por el artículo 91 del Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario
Oficial No. 43.622, del 29 de junio de 1999.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.

Legislación anterior

Texto adicionado por el Decreto 1122 de 1999, declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional:

ARTÍCULO 52. BIS. El Ministerio del Medio Ambiente podrá definir y regular mecanismos
e instrumentos administrativos de prevención, control y seguimiento ambiental para la
ejecución de proyectos, obras o actividades que no generen impactos significativos al medio
ambiente, los recursos naturales renovables o al paisaje.

ARTÍCULO 53. DE LA FACULTAD DE LAS CORPORACIONES AUTONOMAS
REGIONALES PARA OTORGAR LICENCIAS AMBIENTALES. El Gobierno Nacional por
medio de reglamento establecerá los casos en que las Corporaciones Autónomas Regionales
otorgarán Licencias Ambientales y aquellos en que se requiera Estudio de Impacto Ambiental y
Diagnóstico Ambiental de Alternativas.

Concordancias

Ley 962 de 2005; Art. 70

L0491_99

ARTÍCULO 54. DELEGACIÓN. Las Corporaciones Autónomas Regionales podrán delegar
en las entidades territoriales el otorgamiento de licencias, concesiones, permisos y autorizaciones
que les corresponda expedir, salvo para la realización de obras o el desarrollo de actividades por
parte de la misma entidad territorial.

ARTÍCULO 55. DE LAS COMPETENCIAS DE LAS GRANDES CIUDADES. Los
municipios, distritos y áreas metropolitanas cuya población urbana sea superior a 1.000.000 de
habitantes serán competentes, dentro de su perímetro urbano, para el otorgamiento de licencias
ambientales, permisos, concesiones y autorizaciones cuya expedición no esté atribuida al
Ministerio del Medio Ambiente.

Concordancias

Ley 2294 de 2023; Art. 27  

ARTÍCULO 56. DEL DIAGNÓSTICO AMBIENTAL DE ALTERNATIVAS. <Ver Notas
del Editor> En los proyectos que requieran Licencia Ambiental, el interesado deberá solicitar en
la etapa de factibilidad a la autoridad ambiental competente, que ésta se pronuncie sobre la
necesidad de presentar o no un Diagnóstico Ambiental de Alternativas. Con base en la
información suministrada, la autoridad ambiental decidirá sobre la necesidad o no del mismo y
definirá sus términos de referencia en un plazo no mayor de 30 días hábiles.



El Diagnóstico Ambiental de Alternativas incluirá información sobre la localización y
características del entorno geográfico, ambiental y social de las alternativas del proyecto, además
de un análisis comparativo de los efectos y riesgos inherentes a la obra o actividad, y de las
posibles soluciones y medidas de control y mitigación para cada una de las alternativas.

Con base en el Diagnóstico Ambiental de Alternativas presentado, la autoridad elegirá, en un
plazo no mayor de 60 días, la alternativa o las alternativas sobre las cuales deberá elaborarse el
correspondiente Estudio de Impacto Ambiental antes de otorgarse la respectiva licencia.

PARÁGRAFO. <Parágrafo adicionado por el Decreto 2150 de 1995, declarado
INEXEQUIBLE>

Notas del Editor

Destaca el Editor lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley 2099 de 2021, 'por medio de la cual
se dictan disposiciones para la transición energética, la dinamización del mercado energético,
la reactivación económica del país y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 51.731 de 10 de julio de 2021.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

'ARTÍCULO 39. ACTIVOS DE CONEXIÓN PARA LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA. La
autoridad ambiental competente no exigirá la presentación del Diagnóstico Ambiental de
Alternativas (DAA) del que trata la Ley 99 de 1993 o aquella que la modifique, sustituya o
adicione, para los activos de conexión al Sistema Interconectado Nacional, de aquellos
proyectos de generación de energía eléctrica que decidan compartir dichos activos de
conexión en los términos definidos por la regulación expedida por la Comisión de
Regulación de Energía y Gas. En los casos en que antes de la expedición de la presente ley
uno o varios proyectos a los que se refiere este artículo estén en cualquier etapa del proceso
relativo al Diagnóstico Ambiental de Alternativas (DAA), la actuación se dará por terminada
y se pasará a la siguiente fase del licenciamiento ambiental. '.

Destaca el Editor lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 2069 de 2020, 'por medio de la cual
se impulsa el emprendimiento en Colombia', publicada en el Diario Oficial No. 51.544 de 31
de diciembre de 2020.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

''.

'ARTÍCULO 15. ACTIVOS DE CONEXIÓN PARA LA TRANSICIÓN ENERGÉTICA. La
autoridad ambiental competente no exigirá la presentación del Diagnóstico Ambiental de
Alternativas- DAA del que trata la Ley 99 de 1993 o aquella que la modifique, sustituya o
adicione, para los activos de conexión al Sistema Interconectado Nacional, de aquellos
proyectos de generación de energía eléctrica que decidan compartir dichos activos conexión
en los términos definidos por la regulación expedida por la Comisión de Regulación de
Energía y Gas, o el Ministerio de Minas y Energía cuando este decida reasumir tal función.
En los casos en que antes de la expedición de la presente ley uno o varios proyectos a los que
se refiere este artículo estén en cualquier etapa del proceso relativo al Diagnóstico Ambiental



de Alternativas - DAA, la actuación se dará por terminada y se pasará a la siguiente fase del
licenciamiento ambiental. Lo anterior siempre y cuando para los activos de conexión
levanten las alertas tempranas en materia ambiental, según la metodología y el procedimiento
que definan el Ministerio de Minas y Energía y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo
Sostenible de manera conjunta, quienes igualmente podrán reglamentar de manera conjunta
los demás aspectos necesarios en relación con lo dispuesto en este artículo.'.

Notas de vigencia

- Artículo modificado por el artículo 51 del Decreto 266 de 2000, publicado en el Diario
Oficial No. 43.906 del 22 de febrero de 2000.

- Artículo subrogado por el artículo 92 del Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario
Oficial No. 43.622, del 29 de junio de 1999.

- Parágrafo adicionado por el artículo 133 del Decreto 2150 de 1995, publicado en el Diario
Oficial No. 42.137 del 6 de diciembre de 1995.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- El Decreto 266 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1316-00 del 26 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Carlos
Gaviria Díaz.

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-035-99
del 27 de enero de 1999, Magistrado Ponente Dr. Antonio Barrera Carbonell.

- Artículo 133 del Decreto 2150 de 1995 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-433-96 del 12 de septiembre de 1996, Magistrado
Ponente Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.

Legislación anterior

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 266 de 2000,

declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 56. DEL DIAGNÓSTICO AMBIENTAL DE ALTERNATIVAS. En los
proyectos que requieran de licencia ambiental, el interesado deberá solicitar en la etapa de
factibilidad a la autoridad ambiental competente que ésta se pronuncie sobre la necesidad de
presentar o no un diagnóstico ambiental de alternativas. Con base en la información
suministrada la autoridad ambiental fijará en un término no mayor de 30 días hábiles, los
términos de referencia para la elaboración del Diagnóstico Ambiental de Alternativas, salvo
que los términos de referencia hayan sido definidos de manera genérica para la actividad por
la autoridad ambiental.

El Diagnóstico Ambiental de Alternativas incluirá información sobre la localización y



características del entorno geográfico, de las alternativas del proyecto, además de un análisis
comparativo de los riesgos inherentes al proyecto sobre el medio ambiente y los recursos
naturales. Con base en el Diagnóstico Ambiental de Alternativas presentado, la autoridad
ambiental elegirá en un plazo no mayor a treinta (30) días, la alternativa o las alternativas
sobre las cuales deberá elaborarse el correspondiente Estudio de Impacto Ambiental, antes de
otorgarse la respectiva licencia. En el evento que la información o documentos que
proporcione el interesado no sean suficientes para decidir, la autoridad ambiental le requerirá,
por una sola vez, el aporte de lo que haga falta. Este requerimiento interrumpirá el término
con que cuenta la autoridad para la elección de la alternativa.

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 1122 de 1999, declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 56. DEL DIAGNÓSTICO AMBIENTAL DE ALTERNATIVAS. En los
proyectos que requieran de licencia ambiental, mediante reglamento se determinarán los
casos en los cuales se deba presentar el Diagnóstico Ambiental de Alternativas. Con base en
la información suministrada en la solicitud de licencia ambiental por el interesado, la
autoridad ambiental fijará en un término no mayor de 30 días hábiles los términos de
referencia para la elaboración del Diagnóstico Ambiental de Alternativas, salvo que los
términos de referencia hayan sido definidos de manera genérica para la actividad por la
autoridad ambiental.

El Diagnóstico Ambiental de Alternativas incluirá información sobre la localización y
características del entorno geográfico, ambiental y social de las alternativas del proyecto,
además de un análisis comparativo de los efectos y riesgos inherentes a la obra o actividad y
de las posibles soluciones y medidas de control y mitigación para cada una de las
alternativas. Con base en el Diagnóstico Ambiental de Alternativas presentado, la autoridad
ambiental elegirá en un plazo no mayor a treinta (30) días, la alternativa o las alternativas
sobre las cuales deberá elaborarse el correspondiente Estudio de Impacto Ambiental, antes de
otorgarse la respectiva licencia. En el evento que la información o documentos que
proporcione el interesado no sean suficientes para decidir, la autoridad ambiental le requerirá,
por una sola vez, el aporte de lo que haga falta. Este requerimiento interrumpirá el término
con que cuenta la autoridad para la elección de la alternativa.

Texto parágrafo adicionado por el Decreto 2150 de 1995:

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional reglamentará los casos en los cuales la autoridad
ambiental podrá prescindir de la exigencia del Diagnóstico Ambiental de Alternativas.

ARTÍCULO 57. DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. <Artículo modificado por el
artículo 178 de la Ley 1753 de 2015. El nuevo texto es el siguiente:> Se entiende por estudio de
impacto ambiental, el conjunto de información que debe presentar ante la autoridad ambiental
competente el interesado en el otorgamiento de una licencia ambiental.

El estudio de impacto ambiental contendrá información sobre la localización del proyecto, los
elementos abióticos, bióticos, y socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro por la
respectiva obra o actividad, para cuya ejecución se pide la licencia, y la evaluación de los
impactos que puedan producirse. Además, incluirá el diseño de los planes de prevención,
mitigación, corrección y compensación de impactos, así como el plan de manejo ambiental de la
obra o actividad.



El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expedirá los términos de referencia genéricos
para la elaboración del estudio de impacto ambiental; sin embargo, las autoridades ambientales
los fijarán de forma específica dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de
la solicitud en ausencia de los primeros.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 178 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario
Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

- Artículo modificado por el artículo 223 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo, 2010-2014'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

- Artículo modificado por el artículo 52 del Decreto 266 de 2000, publicado en el Diario
Oficial No. 43.906 del 22 de febrero de 2000.

- Artículo subrogado por el artículo 93 del Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario
Oficial No. 43.622, del 29 de junio de 1999.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 99 numeral 2 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 99. LICENCIAS. Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las
normas contenidas en la Ley 9 de 1989 y en el Decreto ley 2150 de 1995 en materia de
licencias urbanísticas:

...

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes
parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo
ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

...'

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional:

- El Decreto 266 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1316-00 del 26 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Carlos
Gaviria Díaz.

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.

Concordancias

Ley 1450 de 2011; Art. 225

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 57. Se entiende por Estudio de Impacto Ambiental, el conjunto de la
información que deberá presentar ante la autoridad ambiental competente el peticionario de
una licencia ambiental.

El Estudio de Impacto Ambiental contendrá información sobre la localización del proyecto, y
los elementos abióticos, bióticos, y socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro
por la respectiva obra o actividad, para cuya ejecución se pide la licencia, y la evaluación de
los impactos que puedan producirse. Además, incluirá el diseño de los planes de prevención,
mitigación, corrección y compensación de impactos y el plan de manejo ambiental de la obra
o actividad.

La autoridad ambiental competente, para otorgar la licencia ambiental, fijará los términos de
referencia de los estudios de impacto ambiental en un término que no podrá exceder de
treinta (30) días hábiles contados a partir de la solicitud por parte del interesado.

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 57. Se entiende por Estudio de Impacto Ambiental el conjunto de la
información que deberá presentar ante la autoridad ambiental competente el peticionario de
una Licencia Ambiental.

El Estudio de Impacto Ambiental contendrá información sobre la localización del proyecto, y
los elementos abióticos, bióticos y socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro
por la respectiva obra o actividad, para cuya ejecución se pide la licencia, y la evaluación de
los impactos que puedan producirse. Además, incluirá el diseño de los planes de prevención,
mitigación, corrección y compensación de impactos y el plan de manejo ambiental de la obra
o actividad.

La autoridad ambiental competente para otorgar la Licencia Ambiental fijará los términos de
referencia de los estudios de impacto ambiental en un término que no podrá exceder de 60
días hábiles contados a partir de la solicitud por parte del interesado.

Texto modificado por el Decreto de 2000:



ARTÍCULO 57. DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. Se entiende por estudio de
impacto ambiental el conjunto de la información, que deberá presentar ante la autoridad
ambiental competente, el peticionario de una licencia ambiental.

El estudio de impacto ambiental contendrá información sobre la localización del proyecto y
los elementos abióticos, bióticos y socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro
por el respectivo proyecto obra o actividad, para cuya ejecución se pide la licencia y la
evaluación de los impactos que puedan producirse. Además, incluirá el diseño de los planes
de manejo ambiental respectivos.

La autoridad ambiental competente para otorgar la licencia ambiental fijará los términos de
referencia de los estudios de impacto ambiental en un término que no podrá exceder de
treinta (30) días hábiles, contados a partir de la solicitud por parte del interesado, salvo que
los términos de referencia hayan sido definidos de manera genérica para la actividad por la
autoridad ambiental.

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 1122 de 1999, declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 57. DEL ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL. Se entiende por estudio de
impacto ambiental el conjunto de la información que deberá presentar ante la autoridad
ambiental competente el peticionario de una licencia ambiental.

El estudio de impacto ambiental contendrá información sobre la localización del proyecto y
los elementos abióticos, bióticos y socioeconómicos del medio que puedan sufrir deterioro
por la respectiva obra o actividad, para cuya ejecución se pide la licencia, y la evaluación de
los impactos que puedan producirse. Además, incluirá el diseño de los planes de prevención,
mitigación, corrección y compensación de impactos y el plan de manejo ambiental de la obra
o actividad.

La autoridad ambiental competente para otorgar la licencia ambiental fijará los términos de
referencia de los estudios de impacto ambiental en un término que no podrá exceder de
cuarenta y cinco (45) días hábiles, contados a partir de la solicitud por parte del interesado,
salvo que los términos de referencia hayan sido definidos de manera genérica para la
actividad por la autoridad ambiental.

ARTÍCULO 58. PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS
AMBIENTALES. <Artículo modificado por el artículo 179 de la Ley 1753 de 2015. El nuevo
texto es el siguiente:> El interesado en el otorgamiento de una licencia ambiental presentará ante
la autoridad ambiental competente una solicitud que deberá ser acompañada del correspondiente
estudio de impacto ambiental para su evaluación.

A partir de la fecha de radicación de la solicitud con el lleno de los requisitos exigidos, la
autoridad ambiental competente procederá de manera inmediata a expedir el acto administrativo
que dé inicio al trámite de licencia ambiental.

Expedido el acto administrativo de inicio trámite y dentro de los veinte (20) días hábiles
siguientes, la autoridad ambiental competente evaluará que el estudio ambiental presentado se
ajuste a los requisitos mínimos contenidos en el Manual de Evaluación de Estudios Ambientales
y realizará visita a los proyectos, cuando la naturaleza de los mismos lo requieran.



Cuando no se requiera visita a los proyectos y agotado el término indicado en el inciso
precedente, la autoridad ambiental competente dispondrá de diez (10) días hábiles para convocar
mediante oficio una reunión con el fin de solicitar por una única vez la información adicional
que se considere pertinente.

Las decisiones tomadas en la reunión de información adicional serán notificadas en la misma,
contra estas procederá el recurso de reposición que se resolverá de plano en dicha reunión, de
todo lo cual se dejará constancia en el acta respectiva.

Una vez en firme la decisión sobre información adicional, el interesado contará con el término de
un (1) mes para allegar la información requerida. Allegada la información por parte del
interesado, la autoridad ambiental competente dispondrá de diez (10) días hábiles adicionales
para solicitar a otras entidades o autoridades los conceptos técnicos o informaciones que estime
pertinentes para resolver la solicitud, y estos deberán ser remitidos por las entidades o
autoridades requeridas en un plazo no mayor a veinte (20) días hábiles.

Vencido el término anterior la autoridad ambiental contará con treinta (30) días hábiles para
expedir el acto administrativo que declare reunida toda la información requerida, así como para
expedir la resolución que otorgue o niega la licencia ambiental. Tal decisión deberá ser
notificada de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011, o aquella que la modifique o
sustituya, y publicada en el boletín de la autoridad ambiental en los términos del artículo 71 de la
Ley 99 de 1993.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 179 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el
Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario
Oficial No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

- Artículo modificado por el artículo 224 de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario
Oficial No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de
Desarrollo, 2010-2014'.

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.

- Artículo modificado por el artículo 53 del Decreto 266 de 2000, publicado en el Diario
Oficial No. 43.906 del 22 de febrero de 2000. INEXEQUIBLE.

- Artículo subrogado por el artículo 94 del Decreto 1122 de 1999, publicado en el Diario
Oficial No. 43.622, del 29 de junio de 1999. INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo con el texto modificado por la Ley 1753 de 2015 declarado EXEQUIBLE, por lo
cargos de vulneración del derecho a un ambiente sano y de participación de la comunidad en
las decisiones que puedan afectarla, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-298-
16 de 8 de junio de 2016, Magistrado Ponente Dr. Alberto Rojas Ríos.

'... la Corte decidió tras una vista integral y sistemática del ordenamiento jurídico, que el
artículo debe ser declarado exequible, en tanto la participación de las comunidades y pueblos
indígenas o tribales se encuentra debidamente garantizada en el ordenamiento jurídico
colombiano al interpretarse en consonancia con el Decreto 1320 de 1998, la Ley 99 de 1993,
el Decreto 1076 de 2015 y la jurisprudencia constitucional que sí prevén esa participación en
el proceso.'.

- El Decreto 266 de 2000 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-1316-00 del 26 de septiembre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Carlos
Gaviria Díaz.

- El Decreto 1122 de 1999 fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-923-99 del 18 de noviembre de 1999, Magistrado Ponente Dr. Alvaro
Tafur Galvis.

Concordancias

Ley 1955 de 2019; Art. 22

Ley 1450 de 2011; Art. 225

Ley 344 de 1996; Art. 28

Legislación Anterior

Texto modificado por la Ley 1450 de 2011:

ARTÍCULO 58. DEL PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS
AMBIENTALES. El interesado en el otorgamiento de una licencia ambiental presentará ante
la autoridad ambiental competente la solicitud acompañada del estudio de impacto ambiental
correspondiente para su evaluación. La autoridad competente dispondrá de treinta (30) días
hábiles para solicitar al interesado información adicional en caso de requerirse. Allegada la
información requerida, la autoridad ambiental dispondrá de diez (10) días hábiles adicionales
para solicitar a otras entidades o autoridades los conceptos técnicos o informaciones
pertinentes, que deberán serle remitidos en un plazo no mayor de treinta (30) días hábiles. El
Gobierno Nacional a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o
quien haga sus veces, dispondrá hasta noventa (90) días hábiles para decidir sobre la licencia
ambiental, contados a partir del acto administrativo de trámite que reconozca que ha sido
reunida toda la información requerida, según el procedimiento previsto en este artículo.

PARÁGRAFO 1o. En caso de que el procedimiento se demore más de los noventa (90) días
hábiles establecido en este artículo contados a partir del acto administrativo de trámite que
reconozca que ha sido reunida toda la información requerida, se convocará a un comité quien
en un plazo menor a diez (10) días hábiles establecerá un plan de acción obligatorio para que
en un plazo menor a treinta (30) días hábiles la autoridad ambiental esté en posibilidad de



decidir sobre la licencia ambiental.

El Comité estará integrado por:

a) El Ministro de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o quien haga sus veces, o su
delegado;

b) El Director del Departamento Nacional de Planeación, o su delegado;

c) El Ministro cabeza del sector al que corresponde el proyecto del caso, o su delegado.

PARÁGRAFO 2o. El comité podrá invitar a las Corporaciones Autónomas Regionales o de
Desarrollo Sostenible, los Grandes Centros Urbanos o los Establecimientos Públicos
Ambientales de la respectiva jurisdicción a participar con voz y sin voto en el Comité.

PARÁGRAFO 3o. Contra las decisiones del comité no procede ningún recurso
administrativo.

PARÁGRAFO 4o. Para todos los efectos de este artículo se entiende que la cabeza del sector
al que corresponda el proyecto del caso, o su delegado, desempeña función administrativa.

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 58. El interesado en el otorgamiento de una Licencia Ambiental presentará ante
la autoridad ambiental competente la solicitud acompañada del Estudio de lmpacto
Ambiental correspondiente para su evaluación. La autoridad competente dispondrá de 30 días
hábiles para solicitar al interesado información adicional en caso de requerirse. Allegada la
información requerida, la autoridad ambiental dispondrá de 15 días adicionales hábiles para
solicitar a otras entidades o autoridades los conceptos técnicos o informaciones pertinentes,
que deberán serle remitidos en un plazo no mayor de 60 días hábiles. Recibida la
información o vencido el término de requerimiento de informaciones adicionales, la
autoridad ambiental decidirá mediante resolución motivada sobre la viabilidad ambiental del
proyecto o actividad y otorgará o negará la respectiva licencia ambiental en un término que
no podrá exceder de 60 días hábiles.

PARÁGRAFO. El Ministerio del Medio Ambiente dispondrá hasta de 120 días hábiles para
otorgar la Licencia Ambiental Global y las demás de su competencia, contados a partir del
acto administrativo de trámite que reconozca que ha sido reunida toda la información
requerida, según el procedimiento previsto en este artículo.

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 266 de 2000, declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 58. DEL PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LAS
LICENCIAS AMBIENTALES. El interesado en el otorgamiento de una licencia ambiental
presentará ante la autoridad ambiental competente la solicitud acompañada del Estudio de
Impacto Ambiental correspondiente para su evaluación. La autoridad competente dispondrá
de quince (15) días hábiles para solicitar a otras entidades o autoridades los conceptos
técnicos o informaciones pertinentes que deberán serle remitidos en un plazo no mayor a
treinta (30) días hábiles. Allegada la información y los conceptos técnicos requeridos, la
autoridad competente dispondrá de quince (15) días hábiles para solicitar información
adicional al interesado, en caso de requerirse. Recibida la información o vencido el término



del requerimiento de informaciones adicionales, la autoridad ambiental decidirá mediante
resolución motivada sobre la viabilidad ambiental del proyecto o actividad y otorgará o
negará la respectiva licencia ambiental en un término que no podrá exceder de sesenta (60)
días hábiles.

Texto de la Ley 99 de 1993 modificado por el Decreto 1122 de 1999, declarado
INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional:

ARTÍCULO 58. DEL PROCEDIMIENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LAS
LICENCIAS AMBIENTALES. El interesado en el otorgamiento de una licencia ambiental
presentará ante la autoridad ambiental competente la solicitud acompañada del Estudio de
Impacto Ambiental correspondiente para su evaluación. La autoridad competente dispondrá
de quince (15) días hábiles para solicitar a otras entidades o autoridades los conceptos
técnicos o informaciones pertinentes que deberán serle remitidos en un plazo no mayor a
treinta (30) días hábiles. Allegada la información y los conceptos técnicos requeridos, la
autoridad competente dispondrá de quince (15) días hábiles para solicitar información
adicional al interesado, en caso de requerirse.

Recibida la información o vencido el término del requerimiento de informaciones
adicionales, la autoridad ambiental decidirá mediante resolución motivada sobre la viabilidad
ambiental del proyecto o actividad y otorgará o negará la respectiva licencia ambiental en un
término que no podrá exceder de sesenta (60) días hábiles.

ARTÍCULO 59. DE LA LICENCIA AMBIENTAL ÚNICA. A solicitud del peticionario, la
autoridad ambiental competente incluirá en la Licencia Ambiental, los permisos, concesiones y
autorizaciones necesarias para adelantar la obra o actividad.

<Ver Notas del Editor> En los casos en que el Ministerio del Medio Ambiente sea competente
para otorgar la Licencia Ambiental, los permisos, concesiones y autorizaciones relacionados con
la obra o actividad para cuya ejecución se pide la licencia, serán otorgados por el Ministerio del
Medio Ambiente, teniendo en cuenta la información técnica suministrada por las Corporaciones
Autónomas Regionales, las entidades territoriales correspondientes y demás entidades del
Sistema Nacional del Ambiente.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta que
mediante el Decreto 3573 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 48.205 de 27 de
septiembre de 2011, 'se crea la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales –ANLA– y se
dictan otras disposiciones'; entidad encargada de que los proyectos, obras o actividades
sujetos de licenciamiento, permiso o trámite ambiental cumplan con la normativa ambiental,
de tal manera que contribuyan al desarrollo sostenible ambiental del País (Art. 2).

El artículo 3 que establece sus funciones, incluye:

'1. Otorgar o negar las licencias, permisos y trámites ambientales de competencia del
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, de conformidad con la ley y los
reglamentos.

'2. Realizar el seguimiento de las licencias, permisos y trámites ambientales. '



ARTÍCULO 60. En la explotación minera a cielo abierto, se exigirá, la restauración o la
sustitución morfológica y ambiental de todo el suelo intervenido con la explotación, por cuenta
del concesionario o beneficiario del título minero, quien la garantizará con una póliza de
cumplimiento o con garantía bancaria. El Gobierno reglamentará el procedimiento para extender
la póliza de cumplimiento o la garantía bancaria.

ARTÍCULO 61. Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros
circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya destinación
prioritaria será la agropecuaria y forestal.

El Ministerio del Medio Ambiente determinará las zonas en las cuales exista compatibilidad con
las explotaciones mineras, con base en esta determinación, la Corporación Autónoma Regional
de Cundinamarca (CAR), otorgará o negará las correspondientes licencias ambientales.

<Inciso CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Los municipios y el Distrito Capital,
expedirán la reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que
trata este artículo y las que a nivel nacional expida el Ministerio del Medio Ambiente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional:

- Inciso 3o. declarado CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-534-96 del 16 de octubre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio
Morón Díaz, 'bajo el entendimiento de que las disposiciones que expide el Ministerio de
Medio Ambiente son aquellas que se derivan de las competencias específicas y expresas que
surgen de la Ley y de su decreto reglamentario, y que tienen el sentido de velar por su estricto
cumplimiento'.

Jurisprudencia Concordante

Son nulos los actos que declaran la utilidad pública e interés social de la expropiación
de zonas requeridas para la actividad minera y que otorgan licencias para dicha
actividad, sobre áreas de reserva forestal, aun cuando el POT las declare como zonas de
explotación minera. «[E]l Ministerio de Minas y Energía […] señaló que el Concejo
Municipal […], en ejercicio de las atribuciones conferidas por el artículo 313 de la
Constitución Política declaró área de explotación minera la zona donde se ejecutaron los
contratos de concesión […]. [L]a posición asumida por el ente Ministerial […] trasgrede y
desconoce la premisa jurídica relativa a que las normas ambientales son de orden público
[…] De acuerdo con los principios de armonía regional y gradación normativa, las
disposiciones que dicten las entidades territoriales en relación con el medio ambiente y los
recursos naturales renovables deben respetar el carácter superior y la preeminencia jerárquica
de las normas dictadas por autoridades y entes de superior jerarquía o de mayor ámbito en la
comprensión territorial de sus competencias. Ciertamente, la jerarquía normativa dispuesta
en la Constitución Política debe acatarse en todo momento, dado que las competencias en
materia ambiental y de recursos naturales renovables, otorgadas a los departamentos,
municipios y distritos en virtud de la descentralización administrativa deben ser ejercidas con
sujeción a la ley, los reglamentos y las políticas del Gobierno Nacional, el Ministerio del
Medio Ambiente y las corporaciones autónomas regionales, circunstancia que no sucedió en



el caso analizado. Aunado a ello, se desconoció el principio de rigor subsidiario, en el
entendido que las normas y medidas de policía ambiental, deben ser más rigurosas, pero no
más flexibles, de las expedidas por las autoridades competentes del nivel nacional regional,
departamental, distrital, según la jerarquía normativa antes mencionada. […] [E]l principio
de gradación normativa y rigor subsidiario no ceden ante el de coordinación, no son
excluyentes, por el contrario, resultan ser complementarios. Razón por la cual el municipio
[…] debió coordinarse con las autoridades nacionales y regionales, circunstancia que no
aconteció, razón adicional para concluir que se desconoció el ordenamiento jurídico
ambiental. Adicionalmente, la Sala pone de presente que […], la Ley 388 de 1997 estableció
que “las determinantes relacionadas con la conservación, la protección del ambiente y los
ecosistemas, el ciclo del agua, los recursos naturales (…) y la gestión del cambio climático”
prevalecen en la elaboración y adopción de los planes de ordenamiento territorial (artículo
10). […] Sin lugar a duda, el Ministerio demandado erró cuando adoptó las decisiones
ambientales del caso, relacionadas con el uso del suelo, de conformidad con un instrumento
de planeación urbanística de menor jerarquía, en vez de considerar los actos administrativos
ambientales que delimitaron y detallaron la zonificación del sector del litigio. Tales normas
superiores, se reitera, prohibieron expresamente las actividades mineras. […] [C]uando un
ente territorial planifica, ordena y distribuye el territorio de su jurisdicción, no puede
contrariar las normas ambientales de orden público que impedían destinar esas áreas
forestales a un fin distinto al que fundamentó su constitución.»

ARTÍCULO 61A. ESPECIAL PROTECCIÓN DE LAS FUENTES HÍDRICAS DEL
DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA. <Artículo INEXEQUIBLE con efectos inmediatos,
salvo el aparte subrayado con efectos diferidos por el término de un año contado a partir del 2 de
octubre de 2023> <Artículo adicionado por el artículo 7 del Decreto Legislativo 1277 de 2023.
El nuevo texto es el siguiente:> Declárase las fuentes hídricas del departamento de La Guajira
como de protección especial, cuya destinación prioritaria será el consumo humano y doméstico.
Se deberá conservar y mantener el curso natural de las fuentes hídricas superficiales, proteger los
acuíferos y sus zonas de recarga, y en consecuencia quedará prohibido:

i) Adicionar o prorrogar contratos de concesión minera o autorizar expansiones, ampliaciones o
nuevos frentes de explotación de los proyectos de minería de carbón existentes.

ii) Desviaciones del cauce natural del río Ranchería o de sus afluentes.

iii) Desarrollo de nuevas actividades de exploración o explotación de minería de carbón sobre
zonas de recarga de acuíferos o que impliquen la remoción de capas del acuífero.

Las anteriores prohibiciones se mantendrán hasta tanto se realice la Evaluación Ambiental
Estratégica del departamento de La Guajira, en la que se definirán las áreas de exclusión y
restricción minera, teniendo en consideración atributos tales como sensibilidad ambiental de los
medios biótico, abiótico y socioeconómico, la zonificación ambiental y de proyectos de
transición energética justa, la contribución de las actividades mineras a la falta de disponibilidad
del recurso hídrico superficial y subterráneo, y su impacto sobre la provisión de servicios
ecosistémicos.

Notas de Vigencia



- Artículo adicionado por el artículo 7 del Decreto Legislativo 1277 de 2023, 'por el cual se
adoptan medidas en materia ambiental y desarrollo sostenible en el marco de la declaratoria
del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en el Departamento de La Guajira',
publicado en el Diario Oficial No. 52.473 de 31 de julio de 2023.  Rige a partir de su
publicación en el Diario Oficial.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo 7 del Decreto Legislativo 1277 de 2023 declarado INEXEQUIBLE, con efectos
inmediatos, salvo la expresión: “Declárase las fuentes hídricas del departamento de La
Guajira como de protección especial, cuya destinación prioritaria será el consumo humano y
doméstico. Se deberá conservar y mantener el curso natural de las fuentes hídricas
superficiales, proteger los acuíferos y zonas de recarga.”, que tendrá efectos diferidos por el
término de un año contado a partir de la declaratoria de inexequibilidad del Decreto 1085 de
2023 -2 de octubre de 2023-, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-539-23 de 5
de diciembre de 2023, Magistrado Ponente Dr. Miguel Polo Rosero (E).

ARTÍCULO 62. DE LA REVOCATORIA Y SUSPENSIÓN DE LAS LICENCIAS
AMBIENTALES. La autoridad ambiental, salvo los casos de emergencia, podrá mediante
resolución motivada, sustentada en concepto técnico, revocar o suspender la Licencia Ambiental,
los permisos, autorizaciones o concesiones para el uso o aprovechamiento de los recursos
naturales y del medio ambiente, cuando quiera que las condiciones y exigencias por ella
establecidas no se estén cumpliendo conforme a los términos definidos en el acto de su
expedición.

La revocatoria o suspensión de una Licencia Ambiental no requerirá consentimiento expreso o
escrito del beneficiario de la misma.

La suspensión de obras por razones ambientales, en los casos en que lo autoriza la ley, deberá ser
motivada y se ordenará cuando no exista licencia o cuando, previa verificación del
incumplimiento, no se cumplan los requisitos exigidos en la Licencia Ambiental
correspondiente.

Quedan subrogados los artículos 18, 27, 28 y 29 del Decreto legislativo 2811 de 1974.

TÍTULO IX.

DE LAS FUNCIONES DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES Y DE LA PLANIFICACIÓN
AMBIENTAL

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este capítulo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 13 numeral 10 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 13. COMPONENTE URBANO DEL PLAN DE ORDENAMIENTO. El
componente urbano del plan de ordenamiento territorial es un instrumento para la
administración del desarrollo y la ocupación del espacio físico clasificado como suelo urbano
y suelo de expansión urbana, que integra políticas de mediano y corto plazo, procedimientos
e instrumentos de gestión y normas urbanísticas. Este componente deberá contener por lo
menos:

...

10. La definición de los procedimientos e instrumentos de gestión y actuación urbanística
requeridos para la administración y ejecución de las políticas y decisiones adoptadas, así
como de los criterios generales para su conveniente aplicación, de acuerdo con lo que se
establece en la presente ley, incluida la adopción de los instrumentos para financiar el
desarrollo urbano, tales como la participación municipal o distrital en la plusvalía, la emisión
de títulos de derechos adicionales de construcción y desarrollo y los demás contemplados en
la Ley 9 de 1989.

...'

ARTÍCULO 63. PRINCIPIOS NORMATIVOS GENERALES. A fin de asegurar el interés
colectivo de un medio ambiente sano y adecuadamente protegido, y de garantizar el manejo
armónico y la integridad del patrimonio natural de la Nación, el ejercicio de las funciones en
materia ambiental por parte de las entidades territoriales, se sujetará a los principios de armonía
regional, gradación normativa y rigor subsidiario definidos en el presente artículo.

Principio de Armonía Regional. Los Departamentos, los Distritos, los Municipios, los Territorios
Indígenas, así como las regiones y provincias a las que la ley diere el carácter de entidades
territoriales, ejercerán sus funciones constitucionales y legales relacionadas con el medio
ambiente y los recursos naturales renovables, de manera coordinada y armónica, con sujeción a
las normas de carácter superior y a las directrices de la Política Nacional Ambiental, a fin de
garantizar un manejo unificado, racional y coherente de los recursos naturales que hacen parte
del medio ambiente físico y biótico del patrimonio natural de la nación.

Principio de Gradación Normativa. En materia normativa las reglas que dicten las entidades
territoriales en relación con el medio ambiente y los recursos naturales renovables respetarán el
carácter superior y la preeminencia jerárquica de las normas dictadas por autoridades y entes de
superior jerarquía o de mayor ámbito en la comprensión territorial de sus competencias. Las
funciones en materia ambiental y de recursos naturales renovables, atribuidas por la Constitución
Política a los Departamentos, Municipios y Distritos con régimen constitucional especial, se
ejercerán con sujeción a la ley, los reglamentos y las políticas del Gobierno Nacional, el
Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales.

Principio de Rigor Subsidiario. Las normas y medidas de policía ambiental, es decir, aquellas
que las autoridades medioambientalistas expidan para la regulación del uso, manejo,



aprovechamiento y movilización de los recursos naturales renovables, o para la preservación del
medio ambiente natural, bien sea que limiten el ejercicio de derechos individuales y libertades
públicas para la preservación o restauración del medio ambiente, o que exijan licencia o permiso
para el ejercicio de determinada actividad por la misma causa, podrán hacerse sucesiva y
respectivamente más rigurosas, pero no más flexibles, por las autoridades competentes del nivel
regional, departamental, distrital o municipal, en la medida en que se desciende en la jerarquía
normativa y se reduce el ámbito territorial de las competencias, cuando las circunstancias locales
especiales así lo ameriten, en concordancia con el artículo 51 de la presente Ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-554-07 de 25 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr.
Jaime Araújo Rentería.

<Aparte tachado INEXEQUIBLE> Los Actos Administrativos así expedidos deberán ser
motivados, serán por su naturaleza apelables ante la autoridad superior, dentro del Sistema
Nacional Ambiental (SINA), y tendrán una vigencia transitoria no superior a 60 días mientras el
Ministerio del Medio Ambiente decide sobre la conveniencia de prorrogar su vigencia o de darle
a la medida carácter permanente.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-554-07 de 25 de julio de 2007, Magistrado Ponente Dr. Jaime Araújo Rentería.

<Inciso INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-894-03
de 7 de octubre de 2003, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

<Inciso Final> Los actos administrativos expedidos por las Corporaciones Autónomas
Regionales que otorguen o nieguen licencias ambientales, serán apelables ante el Ministerio
del Medio Ambiente, en los términos y condiciones establecidos por el Código Contencioso
Administrativo.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-1143-08 de 19 de noviembre de 2008, Magistrado
Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa.

Concordancias

Ley 715 de 2001; Art. 105

ARTÍCULO 64. FUNCIONES DE LOS DEPARTAMENTOS. Corresponde a los
Departamentos en materia ambiental, además de las funciones que le sean delegadas por la ley o
de las que se le deleguen a los Gobernadores por el Ministerio del Medio Ambiente o por las
Corporaciones Autónomas Regionales, las siguientes atribuciones especiales:

1) Promover y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con
el medio ambiente y los recursos naturales renovables;

2) Expedir, con sujeción a las normas superiores, las disposiciones departamentales especiales
relacionadas con el medio ambiente;

3) Dar apoyo presupuestal, técnico, financiero y administrativo a las Corporaciones Autónomas
Regionales, a los municipios y a las demás entidades territoriales que se creen en el ámbito
departamental, en la ejecución de programas y proyectos en las tareas necesarias para la
conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables;

4) Ejercer en coordinación con las demás entidades del Sistema Nacional Ambiental (SINA) y
con sujeción a la distribución legal de competencias, funciones de control y vigilancia del medio
ambiente y los recursos naturales renovables, con el fin de velar por el cumplimiento de los
deberes del Estado y de los particulares en materia ambiental y de proteger el derecho a un
ambiente sano;

5) Desarrollar, con la asesoría o la participación de las Corporaciones Autónomas Regionales,
programas de cooperación e integración con los entes territoriales equivalentes y limítrofes del
país vecino, dirigidos a fomentar la preservación del medio ambiente común y los recursos
naturales renovables binacionales;

6) Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con los entes directores y organismos
ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación de Tierras y con las Corporaciones Autónomas
Regionales, obras y proyectos de irrigación, drenaje, recuperación de tierras, defensa contra las
inundaciones y regulación de cauces o corrientes de agua, para el adecuado manejo y
aprovechamiento de cuencas hidrográficas;

7) Coordinar y dirigir con la asesoría de las Corporaciones Autónomas Regionales, las
actividades de control y vigilancia ambientales intermunicipales, que se realicen en el territorio
del departamento con el apoyo de la fuerza pública, en relación con la movilización,
procesamiento, uso, aprovechamiento y comercialización de los recursos naturales renovables.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo



dispuesto por los artículos 7 numeral 2 y 8 numeral 12 27 numerales 1 y 2 de la Ley 388 de
1997, 'Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997,
cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 7o. COMPETENCIAS EN MATERIA DE ORDENAMIENTO
TERRITORIAL. De acuerdo con los principios y normas constitucionales y legales, las
competencias en materia de ordenamiento del territorio se distribuyen así:

...

2. Al nivel departamental le corresponde la elaboración de las directrices y orientaciones para
el ordenamiento de la totalidad o porciones específicas de su territorio, especialmente en
áreas de conurbación con el fin de establecer escenarios de uso y ocupación del espacio de
acuerdo con el potencial óptimo del ambiente y en función de los objetivos de desarrollo,
potencialidades y limitantes biofísicos, económicos y culturales; definir políticas de
asentamientos poblaciones y centros urbanos en armonía con las políticas nacionales, de tal
manera que facilite el desarrollo de su territorio; orientar la localización de la infraestructura
física-social de manera que se aprovechen las ventajas competitivas regionales y se
promueva la equidad en el desarrollo municipal, concertando con los municipios el
ordenamiento territorial de las áreas de influencia de las infraestructuras de alto impacto;
integrar y orientar la proyección espacial de los planes sectoriales departamentales, los de sus
municipios y territorios indígenas, en concordancia con las directrices y estrategias de
desarrollo regionales y nacionales.

En desarrollo de sus competencias, los departamentos podrán articular sus políticas,
directrices y estrategias de ordenamiento físico- territorial con los programas, proyectos y
actuaciones sobre el territorio, mediante la adopción de planes de ordenamiento para la
totalidad o porciones específicas de su territorio.

...'

'ARTÍCULO 8o. ACCIÓN URBANISTICA. <Texto del artículo corregido mediante DE DE
ERRATAS contenida en el Diario Oficial No. 43.127 del 12 de septiembre de 1997, el texto
corregido es el siguiente:>

La función pública del ordenamiento del territorio municipal o distrital se ejerce mediante la
acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones
administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el
ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son acciones urbanísticas,
entre otras:

...

12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del municipio, de
común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su protección y
manejo adecuados.

...'

'ARTÍCULO 27. PROCEDIMIENTO PARA PLANES PARCIALES. Para la aprobación de



los planes parciales de que trata la presente ley, se tendrá en cuenta el siguiente
procedimiento:

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o
distritales de planeación, por las comunidades o por los particulares interesados, de acuerdo
con los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial.

2. Una vez que la autoridad de planeación considere viable el proyecto de plan parcial, lo
someterá a consideración de la autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación, si
ésta se requiere de acuerdo con las normas sobre la materia, para lo cual dispondrá de ocho
(8) días.

...'

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1340-
00 de 4 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero.

'Los demandantes no cuestionan ninguna de estas funciones específicas conferidas por los
artículos acusados sino que atacan el hecho mismo de que esas disposiciones hayan asignado
funciones ambientales a los departamentos y municipios. (...) como los actores formulan un
cargo general contra esa asignación de competencias ambientales pero no cuestionan en
concreto ninguna de las distintas funciones ambientales conferidas por esas disposiciones, y
la Corte ha encontrado que ese ataque general no tiene fundamento.'

Concordancias

Ley 715 de 2001; Art. 105

ARTÍCULO 65. FUNCIONES DE LOS MUNICIPIOS, DE LOS DISTRITOS Y DEL
DISTRITO CAPITAL DE SANTAFE DE BOGOTA. Corresponde en materia ambiental a los
municipios, y a los distritos con régimen constitucional especial, además de las funciones que les
sean delegadas por la ley o de las que deleguen o transfieran a los alcaldes por el Ministerio del
Medio Ambiente o por las Corporaciones Autónomas Regionales, las siguientes atribuciones
especiales:

1) Promover y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con
el medio ambiente y los recursos naturales renovables; elaborar los planes programas y proyectos
ambientales municipales articulados a los planes, programas y proyectos regionales,
departamentales y nacionales.

2) Dictar con sujeción a las disposiciones legales reglamentarias superiores, las normas
necesarias para el control, la preservación y la defensa del patrimonio ecológico del municipio;

3) Adoptar los planes, programas y proyectos de desarrollo ambiental y de los recursos naturales
renovables, que hayan sido discutidos y aprobadas a nivel regional, conforme a las normas de
planificación ambiental de que trata la presente ley;

4) Participar en la elaboración de planes, programas y proyectos de desarrollo ambiental y de los



recursos naturales renovables a nivel departamental.

5) Colaborar con las Corporaciones Autónomas Regionales, en la elaboración de los planes
regionales y en la ejecución de programas, proyectos y tareas necesarias para la conservación del
medio ambiente y los recursos naturales renovables;

6) Ejercer, a través del alcalde como primera autoridad de policía con el apoyo de la Policía
Nacional y en Coordinación con las demás entidades del Sistema Nacional Ambiental (SINA),
con sujeción a la distribución legal de competencias, funciones de control y vigilancia del medio
ambiente y los recursos naturales renovables, con el fin de velar por el cumplimiento de los
deberes del Estado y de los particulares en materia ambiental y de proteger el derecho
constitucional a un ambiente sano;

7) Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas Regionales, las
actividades permanentes de control y vigilancia ambientales que se realicen en el territorio del
municipio o distrito con el apoyo de la fuerza pública, en relación con la movilización,
procesamiento, uso, aprovechamiento y comercialización de los recursos naturales renovables o
con actividades contaminantes y degradantes de las aguas, el aire o el suelo;

8) Dictar, dentro de los límites establecidos por la ley, los reglamentos y las disposiciones
superiores, las normas de ordenamiento territorial del municipio y las regulaciones sobre usos del
suelo;

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1 numeral 2, 5 7, 15 numeral 2, 27, 28, de la Ley 388 de 1997,
'Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones',
publicada en el Diario Oficial No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyos textos se
transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 1o. OBJETIVOS. La presente ley tiene por objetivos:

...

2. El establecimiento de los mecanismos que permitan al municipio, en ejercicio de su
autonomía, promover el ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo,
la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural localizado en su ámbito
territorial y la prevención de desastres en asentamientos de alto riesgo, así como la ejecución
de acciones urbanísticas eficientes.

...'

'ARTÍCULO 5o. CONCEPTO <DE ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO>. El
ordenamiento del territorio municipal y distrital comprende un conjunto de acciones político-
administrativas y de planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o
distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la función pública que les compete, dentro de
los límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos
eficientes para orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización,
transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo
socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales'.



'ARTÍCULO 7o. COMPETENCIAS EN MATERIA DE ORDENAMIENTO
TERRITORIAL. De acuerdo con los principios y normas constitucionales y legales, las
competencias en materia de ordenamiento del territorio se distribuyen así:

...

4. Los municipios y los distritos deberán formular y adoptar los planes de ordenamiento del
territorio contemplados en la Ley Orgánica del Plan de Desarrollo y la presente ley,
reglamentar de manera específica los usos del suelo en las áreas urbanas, de expansión y
rurales de acuerdo con las leyes, optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los
planes sectoriales, en armonía con las políticas nacionales y los planes departamentales y
metropolitanos.

...'

'ARTÍCULO 15. NORMAS URBANÍSTICAS. Las normas urbanísticas regulan el uso, la
ocupación y el aprovechamiento del suelo y definen la naturaleza y las consecuencias de las
actuaciones urbanísticas indispensables para la administración de estos procesos. Estas
normas estarán jerarquizadas de acuerdo con los criterios de prevalencia aquí especificados y
en su contenido quedarán establecidos los procedimientos para su revisión, ajuste o
modificación, en congruencia con lo que a continuación se señala.

2. Normas urbanísticas generales

Son aquellas que permiten establecer usos e intensidad de usos del suelo, así como
actuaciones, tratamientos y procedimientos de parcelación, urbanización, construcción e
incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas dentro del perímetro urbano
y suelo de expansión. Por consiguiente, otorgan derechos e imponen obligaciones
urbanísticas a los propietarios de terrenos y a sus constructores, conjuntamente con la
especificación de los instrumentos que se emplearán para que contribuyan eficazmente a los
objetivos del desarrollo urbano y a sufragar los costos que implica tal definición de derechos
y obligaciones.

...'

'ARTÍCULO 27. PROCEDIMIENTO PARA PLANES PARCIALES. Para la aprobación de
los planes parciales de que trata la presente ley, se tendrá en cuenta el siguiente
procedimiento:

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o
distritales de planeación, por las comunidades o por los particulares interesados, de acuerdo
con los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial.

2. Una vez que la autoridad de planeación considere viable el proyecto de plan parcial, lo
someterá a consideración de la autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación, si
ésta se requiere de acuerdo con las normas sobre la materia, para lo cual dispondrá de ocho
(8) días.

...'

'ARTÍCULO 28. VIGENCIA Y REVISIÓN DEL PLAN DE ORDENAMIENTO. Los planes
de ordenamiento territorial deberán definir la vigencia de sus diferentes contenidos y las



condiciones que ameritan su revisión en concordancia con los siguientes parámetros:

1. El contenido estructural del plan tendrá una vigencia de largo plazo, que para este efecto se
entenderá como mínimo el correspondiente a tres períodos constitucionales de las
administraciones municipales y distritales, teniendo cuidado en todo caso de que el momento
previsto para su revisión coincida con el inicio de un nuevo período para estas
administraciones.

2. Como contenido urbano de mediano plazo se entenderá una vigencia mínima
correspondiente al término de dos períodos constitucionales de las administraciones
municipales y distritales, siendo entendido en todo caso que puede ser mayor si ello se
requiere para que coincida con el inicio de un nuevo período de la administración.

3. Los contenidos urbanos de corto plazo y los programas de ejecución regirán como mínimo
durante un período constitucional de la administración municipal y distrital, habida cuenta de
las excepciones que resulten lógicas en razón de la propia naturaleza de las actuaciones
contempladas o de sus propios efectos.

4. Las revisiones estarán sometidas al mismo procedimiento previsto para su aprobación y
deberán sustentarse en parámetros e indicadores de seguimiento relacionados con cambios
significativos en las previsiones sobre población urbana; la dinámica de ajustes en usos o
intensidad de los usos del suelo; la necesidad o conveniencia de ejecutar proyectos de
impacto en materia de transporte masivo, infraestructuras, expansión de servicios públicos o
proyectos de renovación urbana; la ejecución de macroproyectos de infraestructura regional o
metropolitana que generen impactos sobre el ordenamiento del territorio municipal o
distrital, así como en la evaluación de sus objetivos y metas del respectivo plan.

No obstante lo anterior, si al finalizar el plazo de vigencia establecido no se ha adoptado un
nuevo plan de ordenamiento territorial, seguirá vigente el ya adoptado.

...'

'ARTÍCULO 130. <NORMAS VIGENTES MIENTRAS SE ADOPTAN LOS PLANES DE
ORDENAMIENTO TERRITORIAL>. Mientras los municipios y distritos adoptan o adecuan
los planes de ordenamiento territorial en el término previsto en el artículo 23 de esta ley,
regirán en las materias correspondientes los planes de desarrollo, los planes maestros de
infraestructuras, los códigos de urbanismo y normas urbanísticas vigentes'.

9) Ejecutar obras o proyectos de descontaminación de corrientes o depósitos de agua afectados
por vertimientos del municipio, así como programas de disposición, eliminación y reciclaje de
residuos líquidos y sólidos y de control a las emisiones contaminantes del aire.

Notas del Editor



- En criterio del editor, para la interpretación de este numeral debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 6, y 7, de la Ley 511 de 1999, 'Por la cual se establece el
Día Nacional del Reciclaje', publicada en el Diario Oficial No. 43.656, del 5 de agosto de
1999 cuyos textos se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 1o. Establécese el Día Nacional del Reciclador y del Reciclaje, el cual se
celebrará el primero de marzo de cada año.

PARÁGRAFO. Los gobernadores y alcaldes dentro de sus respectivas jurisdicciones
adoptarán las medidas administrativas adecuadas para la celebración del Día Nacional del
Reciclador y del Reciclaje, en concordancia con la importancia que estas personas, empresas
y organizaciones merecen'.

'ARTÍCULO 2o. Establécese la 'Condecoración del Reciclador', que se otorgará anualmente
el día primero de marzo de cada año, por el Ministerio del Medio Ambiente, a la persona
natural o jurídica que más se haya distinguido por desarrollar actividades en el proceso de
recuperación de residuos reciclables para su posterior tratamiento o aprovechamiento.

PARÁGRAFO. Los alcaldes emularán este reconocimiento o condecoración a las personas
naturales o jurídicas que operan y se distinguieron dentro de su respectiva jurisdicción'.

'ARTÍCULO 3o. El Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA- diseñará y adoptará un
programa educativo y de capacitación dirigido a las personas que se dedican a la
recuperación de residuos sólidos en todo el país'.

'ARTÍCULO 6o. Los alcaldes municipales y/o las empresas de servicios públicos que presten
el servicio de recolección de basuras, promoverán campañas periódicas para involucrar a
toda la comunidad en el proceso de reciclaje'.

'ARTÍCULO 7o. El Gobierno Nacional reglamentará la presente ley de acuerdo a las
disposiciones generales establecidas en ella y las complementarias que se hayan expedido'.

10) Promover, cofinanciar o ejecutar, en coordinación con los entes directores y organismos
ejecutores del Sistema Nacional de Adecuación de Tierras y con las Corporaciones Autónomas
Regionales, obras y proyectos de irrigación, drenaje, recuperación de tierras, defensa contra las
inundaciones y regulación de cauces o corrientes de agua, para el adecuado manejo y
aprovechamiento de cuencas y micro-cuencas hidrográficas.

Notas de Vigencia

- El Decreto 20 de 2011, 'por el cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y
Ecológica por razón de grave calamidad pública', fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-216-11 de 29 de marzo de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Juan Carlos Henao Pérez.

- Función adicionada por el artículo 12 del Decreto 141 de 2011, publicado en el Diario
Oficial No. 47.959 de 21 de enero de 2011, expedido en desarrollo de lo dispuesto en el
Decreto 20 del 7 de enero de 2011. INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Decreto 141 de 2011 declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-276-11 de 12 de abril de 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo.

Legislación Anterior

Texto adicionado por el Decreto 141 de 2011. INEXEQUIBLE por consecuencia:

<Función adicionada por el artículo 12 del Decreto 141 de 2011:> Incorporar en los Planes
de Ordenamiento Territorial las determinantes ambientales definidas por las Corporaciones
Autónomas Regionales y tomar las medidas del caso para su adopción.

PARÁGRAFO. Las Unidades Municipales de Asistencia Técnica Agropecuaria a Pequeños
Productores, Umatas, prestarán el servicio de asistencia técnica y harán transferencia de
tecnología en lo relacionado con la defensa del medio ambiente y la protección de los recursos
naturales renovables.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 8 numeral 12 y 14 9, 27 numerales 1 y 2 y 129 de la Ley 388 de
1997, 'Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997,
cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 8o. ACCIÓN URBANISTICA. <Texto del artículo corregido mediante FE DE
ERRATAS contenida en el Diario Oficial No. 43.127 del 12 de septiembre de 1997, el texto
corregido es el siguiente:>

La función pública del ordenamiento del territorio municipal o distrital se ejerce mediante la
acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones
administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el
ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son acciones urbanísticas,
entre otras:

...

12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del municipio, de
común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su protección y
manejo adecuados.

...

14. Todas las demás que fueren congruentes con los objetivos del ordenamiento del territorio.

PARÁGRAFO. Las acciones urbanísticas aquí previstas deberán estar contenidas o
autorizadas en los planes de ordenamiento territorial o en los instrumentos que los
desarrollen o complementen, en los términos previstos en la presente ley.

...'



'ARTÍCULO 9o. PLAN DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL. El plan de ordenamiento
territorial que los municipios y distritos deberán adoptar en aplicación de la presente ley, al
cual se refiere el artículo 41 de la Ley 152 de 1994, es el instrumento básico para desarrollar
el proceso de ordenamiento del territorio municipal. Se define como el conjunto de objetivos,
directrices, políticas, estrategias, metas, programas, actuaciones y normas adoptadas para
orientar y administrar el desarrollo físico del territorio y la utilización del suelo. Los planes
de ordenamiento del territorio se denominarán:

a) Planes de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los
distritos y municipios con población superior a los 100.000 habitantes;

b) Planes básicos de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de
los municipios con población entre 30.000 y 100.000 habitantes;

c) Esquemas de ordenamiento territorial: elaborados y adoptados por las autoridades de los
municipios con población inferior a los 30.000 habitantes.

PARÁGRAFO. Cuando la presente ley se refiera a planes de ordenamiento territorial se
entenderá que comprende todos los tipos de planes previstos en el presente artículo, salvo
cuando se haga su señalamiento específico como el plan señalado en el literal a) del presente
artículo'.

'ARTÍCULO 27. PROCEDIMIENTO PARA PLANES PARCIALES. Para la aprobación de
los planes parciales de que trata la presente ley, se tendrá en cuenta el siguiente
procedimiento:

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o
distritales de planeación, por las comunidades o por los particulares interesados, de acuerdo
con los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial.

2. Una vez que la autoridad de planeación considere viable el proyecto de plan parcial, lo
someterá a consideración de la autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación, si
ésta se requiere de acuerdo con las normas sobre la materia, para lo cual dispondrá de ocho
(8) días.

...'

'ARTÍCULO 129. <PLAZO PARA REMITIR LOS PLANES Y REGLAMENTOS DE
USOS DEL SUELO>. Dentro de los treinta (30) días siguientes a la vigencia de la presente
ley, los alcaldes municipales y distritales deberán remitir a la respectiva Autoridad
Ambiental, los planes y reglamentos de usos del suelo expedidos de conformidad con la Ley
9 de 1989, con el fin de que éstas, en un término igual, los estudien y aprueben en lo que se
refiere a los aspectos exclusivamente ambientales, de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 8º del Decreto 1753 de 1994 y aquellos que lo modifiquen, adicionen o
complementen'.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1340-
00 de 4 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero.

'Los demandantes no cuestionan ninguna de estas funciones específicas conferidas por los
artículos acusados sino que atacan el hecho mismo de que esas disposiciones hayan asignado
funciones ambientales a los departamentos y municipios. (...) como los actores formulan un
cargo general contra esa asignación de competencias ambientales pero no cuestionan en
concreto ninguna de las distintas funciones ambientales conferidas por esas disposiciones, y
la Corte ha encontrado que ese ataque general no tiene fundamento.'

Concordancias

Ley 715 de 2001; Art. 105

ARTÍCULO 66. COMPETENCIAS DE GRANDES CENTROS URBANOS. Los
municipios, distritos o áreas metropolitanas cuya población urbana fuere igual o superior a un
millón de habitantes (1.000.000) ejercerán dentro del perímetro urbano las mismas funciones
atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales, en lo que fuere aplicable al medio
ambiente urbano. Además de las licencias ambientales, concesiones, permisos y autorizaciones
que les corresponda otorgar para el ejercicio de actividades o la ejecución de obras dentro del
territorio de su jurisdicción, las autoridades municipales, distritales o metropolitanas tendrán la
responsabilidad de efectuar el control de vertimientos y emisiones contaminantes, disposición de
desechos sólidos y de residuos tóxicos y peligrosos, dictar las medidas de corrección o
mitigación de daños ambientales y adelantar proyectos de saneamiento y descontaminación.

Los municipios distritos o áreas metropolitanas de que trata el presente artículo asumirán ante las
Corporaciones Autónomas Regionales la obligación de trasferir el 50% del recaudo de las tasas
retributivas o compensatorias causadas dentro del perímetro urbano y de servicios, por el
vertimiento de afluentes contaminantes conducidos por la red de servicios públicos y arrojados
fuera de dicho perímetro, según el grado de materias contaminantes no eliminadas con que se
haga el vertimiento.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 5, 7 numeral 3, 8 numeral 2 y 12 y 24 numeral 1 de la Ley 388 de
1997, 'Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997,
cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 5o. CONCEPTO <DE ORDENAMIENTO DEL TERRITORIO>. El
ordenamiento del territorio municipal y distrital comprende un conjunto de acciones político-
administrativas y de planificación física concertadas, emprendidas por los municipios o
distritos y áreas metropolitanas, en ejercicio de la función pública que les compete, dentro de
los límites fijados por la Constitución y las leyes, en orden a disponer de instrumentos
eficientes para orientar el desarrollo del territorio bajo su jurisdicción y regular la utilización,
transformación y ocupación del espacio, de acuerdo con las estrategias de desarrollo
socioeconómico y en armonía con el medio ambiente y las tradiciones históricas y culturales'.



'ARTÍCULO 7o. COMPETENCIAS EN MATERIA DE ORDENAMIENTO
TERRITORIAL. De acuerdo con los principios y normas constitucionales y legales, las
competencias en materia de ordenamiento del territorio se distribuyen así:

...

3. Al nivel metropolitano le corresponde la elaboración de los planes integrales de desarrollo
metropolitano y el señalamiento de las normas obligatoriamente generales que definan los
objetivos y criterios a los que deben acogerse los municipios al adoptar los planes de
ordenamiento territorial en relación con las materias referidas a los hechos metropolitanos, de
acuerdo con lo previsto en la Ley 128 de 1994, en la presente ley y en sus reglamentos.

Los planes integrales de desarrollo metropolitano, en su componente de ordenamiento físico-
territorial, a partir de un proceso concentrado con las autoridades e instancias de
planificación de los municipios que integran la correspondiente área metropolitana y con
base en objetivos de desarrollo socioeconómico metropolitano de largo plazo, establecerán
las estrategias de estructuración territorial metropolitana e identificarán las infraestructuras,
redes de comunicación, equipamientos y servicios de impacto metropolitano a ejecutar en el
largo, mediano y corto plazo. En particular deberán contener:

a) Las directrices físico-territoriales relacionadas con los hechos metropolitanos;

b) La determinación en planos de la estructura urbano-rural para horizontes de mediano y
largo plazo;

c) La localización de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos
domiciliarios, los equipamientos y partes de escala metropolitana, así como las áreas de
reserva para la protección del medio ambiente y los recursos naturales y defensa del paisaje y
la definición de las directrices para su ejecución u operación cuando se definan como hechos
metropolitanos;

...'

'ARTÍCULO 8o. ACCIÓN URBANÍSTICA. <Texto del artículo corregido mediante FE DE
ERRATAS contenida en el Diario Oficial No. 43.127 del 12 de septiembre de 1997, el texto
corregido es el siguiente:>

La función pública del ordenamiento del territorio municipal o distrital se ejerce mediante la
acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones
administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el
ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo. Son acciones urbanísticas,
entre otras:

....

2. Localizar y señalar las características de la infraestructura para el transporte, los servicios
públicos domiciliarios, la disposición y tratamiento de los residuos sólidos, líquidos, tóxicos
y peligrosos y los equipamientos de servicios de interés público y social, tales como centros
docentes y hospitalarios, aeropuertos y lugares análogos.

...



12. Identificar y caracterizar los ecosistemas de importancia ambiental del municipio, de
común acuerdo con la autoridad ambiental de la respectiva jurisdicción, para su protección y
manejo adecuados.

...'

'ARTÍCULO 24. INSTANCIAS DE CONCERTACIÓN Y CONSULTA. El alcalde distrital
o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la dependencia que haga sus veces,
será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de
Ordenamiento Territorial, y de someterlo a consideración del Consejo de Gobierno.

En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a
consideración del concejo distrital o municipal, se surtirán los trámites de concertación
interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. El proyecto de plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o
autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos
exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo
dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66, para lo cual dispondrá de
treinta (30) días; sólo podrá ser objetado por razones técnicas y fundadas en los estudios
previos. Esta decisión será, en todo caso, apelable ante el Ministerio del Medio Ambiente.

...'.

Notas de Vigencia

- El Decreto 20 de 2011, 'por el cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y
Ecológica por razón de grave calamidad pública', fue declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional, mediante Sentencia C-216-11 de 29 de marzo de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Juan Carlos Henao Pérez.

- Artículo modificado por el artículo 13 del Decreto 141 de 2011, publicado en el Diario
Oficial No. 47.959 de 21 de enero de 2011, expedido en desarrollo de lo dispuesto en el
Decreto 20 del 7 de enero de 2011. INEXEQUIBLE.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Decreto 141 de 2011 declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-276-11 de 12 de abril de 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo.

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1340-
00 de 4 de octubre de 2000, Magistrado Ponente Dr. Alejandro Martínez Caballero.

'Los demandantes no cuestionan ninguna de estas funciones específicas conferidas por los
artículos acusados sino que atacan el hecho mismo de que esas disposiciones hayan asignado
funciones ambientales a los departamentos y municipios. (...) como los actores formulan un
cargo general contra esa asignación de competencias ambientales pero no cuestionan en
concreto ninguna de las distintas funciones ambientales conferidas por esas disposiciones, y
la Corte ha encontrado que ese ataque general no tiene fundamento.'



Concordancias

Ley 1450 de 2011; Art. 214

Ley 715 de 2001; Art. 105

Decreto 1576 de 2022; Art. 1 (DUR 1066 de 2015; Art. 2.2.6.3.2)

Legislación Anterior

Texto modificado por el Decreto 141 de 2011. INEXEQUIBLE por consecuencia:

ARTÍCULO 66. Los municipios, distritos o áreas metropolitanas cuya población urbana
fuere igual o superior a un millón de habitantes (1.000.000) ejercerán dentro del perímetro
urbano las mismas funciones atribuidas a las Corporaciones Autónomas Regionales en lo que
respecta a la protección y conservación del medio ambiente en las áreas urbanas, a excepción
de la elaboración de planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas y la gestión
integral del recurso hídrico.

ARTÍCULO 67. DE LAS FUNCIONES DE LOS TERRITORIOS INDIGENAS. Los
Territorios Indígenas tendrán las mismas funciones y deberes definidos para los municipios en
materia ambiental.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 24 numeral 1 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 24. INSTANCIAS DE CONCERTACIÓN Y CONSULTA. El alcalde distrital
o municipal, a través de las oficinas de planeación o de la dependencia que haga sus veces,
será responsable de coordinar la formulación oportuna del proyecto del plan de
Ordenamiento Territorial, y de someterlo a consideración del Consejo de Gobierno.

En todo caso, antes de la presentación del proyecto de plan de ordenamiento territorial a
consideración del concejo distrital o municipal, se surtirán los trámites de concertación
interinstitucional y consulta ciudadana, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

1. El proyecto de plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o
autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos
exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo
dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66, para lo cual dispondrá de
treinta (30) días; sólo podrá ser objetado por razones técnicas y fundadas en los estudios
previos. Esta decisión será, en todo caso, apelable ante el Ministerio del Medio Ambiente.

...' .

Concordancias

Ley 715 de 2001; Art. 105



ARTÍCULO 68. DE LA PLANIFICACIÓN AMBIENTAL DE LAS ENTIDADES
TERRITORIALES. Para garantizar la planificación integral por parte del Estado, del manejo y el
aprovechamiento de los recursos naturales a fin de garantizar su desarrollo sostenible,
conservación, restauración o sustitución, conforme a lo dispuesto en el artículo 80 de la
Constitución Nacional, los planes ambientales de las entidades territoriales estarán sujetos a las
reglas de armonización de que trata el presente artículo.

Los departamentos, municipios y distritos con régimen constitucional especial, elaborarán sus
planes, programas y proyectos de desarrollo, en lo relacionado con el medio ambiente, los
recursos naturales renovables, con la asesoría y bajo la coordinación de las Corporaciones
Autónomas Regionales a cuya jurisdicción pertenezcan, las cuales se encargarán de
armonizarlos.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1 y 5 de la Ley 521 de 1999, 'Por medio de la cual se aprueba el
'Acuerdo sobre planificación de asentamientos humanos en los pasos de frontera entre la
República de Colombia y la República del Ecuador', firmado en Santa Fe de Bogotá el
diecisiete (17) de diciembre de mil novecientos noventa y siete (1996)', publicada en el
Diario Oficial No. 43.656, del 5 de agosto de 1999 , cuyos textos se transcriben a
continuación:

'ARTÍCULO 1o. OBJETO. Fortalecer los nuevos ejes de integración en la Región
Amazónica y en la Región del Litoral Pacífico, mediante el desarrollo en forma armónica e
integral de los ya existentes o que pudieran crearse, próximos a los puentes internacionales
sobre los ríos San Miguel y Mataje, respectivamente'.

'ARTÍCULO 6o. CRITERIOS PARA LA PLANIFICACIÓN. Entre las recomendaciones a
tenerse en cuenta en los estudios, además de los de impacto ambiental, de la situación
socioeconómica y la determinación de zonas no inundables y no expuestas a riesgo geológico
se incluirán diseños urbanísticos que utilicen la tecnología disponible que incorpore los
elementos de la región, preserve el ecosistema, armonicen con la belleza escénica, respeten la
idiosincracia y los derechos de las poblaciones, de tal suerte que los asentamientos puedan
devenir, además, en centros de atracción turística y modelos de procesos parecidos, teniendo
en cuenta los criterios interculturales'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1, 2, 15, 16, 18 y 21 de la Ley 428 de 1998, 'Por la cual se
adiciona y reglamenta lo relacionado con las unidades inmobiliarias cerradas sometidas al
régimen de propiedad horizontal', publicada en el Diario Oficial No. 43.219, del 21 de enero
de 1998 , cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto establecer los
principios generales para el desarrollo y funcionamiento de las Unidades Inmobiliaria
Cerradas y la reglamentación de los derechos y obligaciones de los copropietarios respecto a
su municipio o distrito; organizar su funcionamiento para procurar una mejor calidad de vida
y una convivencia armónica de los copropietarios, moradores y usuarios, y establecer áreas
comunes de servicios sociales necesarios bajo estándares mínimos nacionales.

'ARTÍCULO 2o. PRINCIPIOS GENERALES. Son principios generales para el desarrollo y



funcionamiento de las Unidades Inmobiliarias Cerradas:

1. La función social de la propiedad inmueble, que implica la provisión de áreas suficientes
para atender las necesidades de las personas y su relación con la comunidad, tales como la
circulación, recreación, reunión y disfrute visual; la protección y conservación ambiental y la
armonía estética del conjunto urbano.

2. La función urbanística de la propiedad que exige la integración funcional, ambiental y
espacial de las construcciones con el entorno; así como el acatamiento de las normas
urbanísticas de planeación y de construcción municipales.

3. El respeto a la privacidad que impone obligaciones y limitaciones para garantizar un grado
de aislamiento acústico y visual de las áreas privadas'.

'ARTÍCULO 15. ÁREAS PARA CIRCULACIÓN. Las Unidades Inmobiliarias Cerradas
dispondrán de vías de acceso vehicular y áreas de circulación peatonal para acceder a los
inmuebles, con la debida iluminación y señalización. Las áreas de circulación interna y
común de los edificios deberán cumplir normas higiénicas, de aseo y ventilación.

'ARTÍCULO 16. ÁREAS DE RECREACIÓN. Todas las Unidades Inmobiliarias Cerradas
dispondrán proporcionalmente a su tamaño y al uso predominante de áreas comunes
suficientes para actividades recreativas, culturales y deportivas. Tales exigencias podrán
disminuirse cuando se garantice de otra manera el derecho a la práctica del deporte y a la
recreación.

La utilización de las áreas comunes de recreación se someterá a la reglamentación interna
que expida la Asamblea de Copropietarios y la Junta Administradora de la Unidad
Inmobiliaria Cerrada'.

'ARTÍCULO 18. ZONAS VERDES. Las Unidades Inmobiliarias Cerradas tendrán áreas
libres engramadas y arborizadas destinadas al cuidado del medio ambiente, al ornato y a la
recreación.

Además cuando las dimensiones de la Unidad Inmobiliaria Cerrada lo permitan, se
construirán parques comunes internos debidamente arborizados'.

'ARTÍCULO 21. ESPACIO PÚBLICO INTERNO. La extensión y características del espacio
público interno guardarán relación con las dimensiones y usos establecidos en la respectiva
Unidad Inmobiliaria Cerrada'.

TÍTULO X.

DE LOS MODOS Y PROCEDIMIENTOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1005 y 2359 del Código Civil cuyos textos se transcriben a
continuación:

'ARTÍCULO 1005. <ACCIONES POPULARES O MUNICIPALES>. La municipalidad y
cualquiera persona del pueblo tendrá en favor de los caminos, plazas u otros lugares de uso



público, y para la seguridad de los que transitan por ellos, los derechos concedidos a los
dueños de heredades o edificios privados.

Y siempre que a consecuencia de una acción popular haya de demolerse o enmendarse una
construcción, o de resarcirse un daño sufrido, se recompensará al actor, a costas del
querellado, con una suma que no baje de la décima, ni exceda de la tercera parte de lo que
cueste la demolición o enmienda, o el resarcimiento del daño; sin perjuicio de que si se
castiga el delito o negligencia con una pena pecuniaria, se adjudique al actor la mitad'.

'ARTÍCULO 2359. <TITULAR DE LA ACCIÓN POR DAÑO CONTINGENTE>. Por regla
general se concede acción en todos los casos de daño contingente, que por imprudencia o
negligencia de alguno amenace a personas indeterminadas; pero si el daño amenazare
solamente a personas determinadas, sólo alguna de éstas podrá intentar la acción'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1 a 4, 9, 46, 48, 80 y 81 de la Ley 472 de 1998, 'Por la cual se
desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio
de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 43.357, del 6 de agosto de 1998, cuyos textos se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto regular las acciones
populares y las acciones de grupo de que trata el artículo 88 de la Constitución Política de
Colombia. Estas acciones están orientadas a garantizar la defensa y protección de los
derechos e intereses colectivos, así como los de grupo o de un número plural de personal'.

'ARTÍCULO 2o. ACCIONES POPULARES. Son los medios procesales para la protección
de los derechos e intereses colectivos.

Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la
amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las
cosas a su estado anterior cuando fuere posible'.

'ARTÍCULO 3o. ACCIONES DE GRUPO. Son aquellas acciones interpuestas por un
número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes respecto de una
misma causa que originó perjuicios individuales para dichas personas. Las condiciones
uniformes deben tener también lugar respecto de todos los elementos que configuran la
responsabilidad.

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de
indemnización de los perjuicios.

ARTÍCULO 4o. DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS. Son derechos e intereses
colectivos, entre otros, los relacionados con:

a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley
y las disposiciones reglamentarias;

b) La moralidad administrativa;

c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los
recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o
sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de



especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como
los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del
medio ambiente;

d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público;

e) La defensa del patrimonio público;

f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación;

g) La seguridad y salubridad públicas;

h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública;

i) La libre competencia económica;

j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna;

k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, biológicas
y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares o tóxicos;

l) El derecho a la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente;

m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las
disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad
de vida de los habitantes;

n) Los derechos de los consumidores y usuarios.

Igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como tales en la Constitución,
las leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional celebrados por Colombia.

PARÁGRAFO. Los derechos e intereses enunciados en el presente artículo estarán definidos
y regulados por las normas actualmente vigentes o las que se expidan con posterioridad a la
vigencia de la presente ley'.

'ARTÍCULO 9o. PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES POPULARES. Las acciones
populares proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los
particulares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos'.

'ARTÍCULO 46. PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES DE GRUPO. Las acciones de
grupo son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que
reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios
individuales para dichas personas. Las condiciones uniformes deben tener también lugar
respecto de los elementos que configuran la responsabilidad.

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de la
indemnización de los perjuicios.

El grupo estará integrado al menos por veinte (20) personas'.

'ARTÍCULO 48. TITULARES DE LAS ACCIONES. Podrán presentar acciones de grupo las
personas naturales o jurídicas que hubieren sufrido un perjuicio individual conforme lo
establece el artículo 47.



El Defensor del Pueblo, los Personeros Municipales y Distritales podrán, sin perjuicio del
derecho que asiste a los interesados, interponer acciones de grupo en nombre de cualquier
persona que se lo solicite o que se encuentre en situación de desamparo o indefensión. En
este caso será parte en el proceso judicial junto con los agraviados.

PARÁGRAFO. En la acción de grupo el actor o quien actúe como demandante, representa a
las demás personas que hayan sido afectadas individualmente por los hechos vulnerantes, sin
necesidad de que cada uno de los interesados ejerza por separado su propia acción, ni haya
otorgado poder'.

'ARTÍCULO 80. REGISTRO PÚBLICO DE ACCIONES POPULARES Y DE GRUPO. La
Defensoría del Pueblo organizará un Registro Público centralizado de las Acciones Populares
y de las Acciones de Grupo que se interpongan en el país. Todo Juez que conozca de estos
procesos deberá enviar una copia de la demanda del auto admisorio de la demanda y del fallo
definitivo. La información contenida en este registro será de carácter público'.

'ARTÍCULO 81. CREACIÓN DE ORGANIZACIONES CIVICAS, POPULARES Y
SIMILARES PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS.
Las autoridades estarán obligadas a colaborar y facilitar la creación y funcionamiento de las
organizaciones cívicas, populares y similares que se establezcan por iniciativa de la
comunidad para la defensa de los derechos e intereses colectivos.

De igual modo se colaborará con las demás organizaciones que se funden con la misma
finalidad, por los ciudadanos'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 118, del Decreto 2303 de 1989, 'Por el cual se crea y organiza la
jurisdicción agraria', publicada en el Diario Oficial No.39.013, del 7 de octubre de 1989,
cuyo texto se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 118. ACCIÓN. El ambiente rural y los recursos naturales renovables del
dominio público que hacen parte de aquél, podrán ser definidos judicialmente por cualquier
ciudadano contra actos o hechos humanos que les causen o puedan causar deterioro, si el
asunto no es de competencia de la administración, mediante la acción popular consagrada en
los artículos 1005, 2359 del Código Civil, especialmente en los casos previstos en el inciso
segundo del artículo 16 de la Ley 23 de 1973.

Esta acción se podrá ejercer en cualquier tiempo y estará encaminada a conseguir la
prevención del daño, su reparación física o su resarcimiento, o más de uno de estos
objetivos'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 8, de la Ley 9 de 1989, 'Por la cual se dictan normas sobre Planes de
Desarrollo Municipal, Compra - venta y Expropiación de Bienes y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 38.650, del 11 de enero de 1989, cuyos
texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 8o. Los elementos constitutivos del Espacio Público y el medio ambiente
tendrán para su defensa la acción popular consagrada en el artículo 1005 del Código Civil.
Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública o privada, para la



defensa de la integridad y condiciones de uso, goce y disfrute visual de dichos bienes
mediante la remoción, suspensión o prevención de las conductas que comprometieron el
interés público o la seguridad de los usuarios.

El incumplimiento de las órdenes que expida el Juez en desarrollo de la acción de que trata el
inciso anterior configura la conducta prevista en el artículo 184 del Código Penal de 'fraude a
resolución judicial.

La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá interponerse en
cualquier tiempo, y se tramitará por el procedimiento previsto en el numeral 8 del artículo
414 del Código de Procedimiento Civil'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 16 de la Ley 23 de 1973,'Por la cual se conceden facultades
extraordinarias al Presidente de la República para expedir el Código de Recursos Naturales y
de Protección al Medio Ambiente y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 34.001 del 17 de enero de 1974, cuyo texto se transcribe a continuación:

ARTÍCULO 16. El Estado será civilmente responsable por los daños ocasionados al hombre
o a los recursos naturales de propiedad privada como consecuencia de acciones que generen
contaminación o detrimento del medio ambiente. Los particulares lo serán por las mismas
razones y por el daño o uso inadecuado de los recursos naturales de propiedad del Estado.

ARTÍCULO 69. DEL DERECHO A INTERVENIR EN LOS PROCEDIMIENTOS
ADMINISTRATIVOS AMBIENTALES. Cualquier persona natural o jurídica, pública o
privada, sin necesidad de demostrar interés jurídico alguno, podrá intervenir en las actuaciones
administrativas iniciadas para la expedición, modificación o cancelación de permisos o licencias
de actividades que afecten o puedan afectar el medio ambiente o para la imposición o revocación
de sanciones por el incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 99 numeral 2 de la Ley 388 de 1997, 'Por la cual se modifica la Ley
9 de 1989, y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial
No. 43.127, del 12 de septiembre de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 99. LICENCIAS. Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las
normas contenidas en la Ley 9 de 1989 y en el Decreto ley 2150 de 1995 en materia de
licencias urbanísticas:

...

2. Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes
parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo
dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo
ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley.

...'

ARTÍCULO 70. DEL TRÁMITE DE LAS PETICIONES DE INTERVENCIÓN. La entidad



administrativa competente al recibir una petición para iniciar una actuación administrativa
ambiental o al comenzarla de oficio dictará un acto de iniciación de trámite que notificará y
publicará en los términos de los artículos 14 y 15 del Código Contencioso Administrativo y
tendrá como interesado a cualquier persona que así lo manifieste con su correspondiente
identificación y dirección domiciliaria.

Para efectos de la publicación a que se refiere el presente artículo toda entidad perteneciente al
Sistema Nacional Ambiental publicará un Boletín con la periodicidad requerida que se enviará
por correo a quien lo solicite.

Notas del Editor

- En criterio del editor para la interpretación de este Artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el Artículo 119 de la Ley 489 de 1998, 'por la cual se dictan normas sobre la
organización y funcionamiento de las entidades del orden nacional, se expiden las
disposiciones, principios y reglas generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en
los numerales 15 y 16 del artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 43.464 de 30 de diciembre de 1998:

El Artículo 119 en su versión original establece:

'ARTÍCULO 119. PUBLICACIÓN EN EL DIARIO OFICIAL. A partir de la vigencia de la
presente ley, todos los siguientes actos deberán publicarse en el Diario Oficial:

a) Los actos legislativos y proyectos de reforma constitucional aprobados en primera vuelta;

b) Las leyes y los proyectos de ley objetados por el Gobierno;

c) Los decretos con fuerza de ley, los decretos y resoluciones ejecutivas expedidas por el
Gobierno Nacional y los demás actos administrativos de carácter general, expedidos por
todos los órganos, dependencias, entidades u organismos del orden nacional de las distintas
Ramas del Poder Público y de los demás órganos de carácter nacional que integran la
estructura del Estado.

PARAGRAFO. Únicamente con la publicación que de los actos administrativos de carácter
general se haga en el Diario Oficial, se cumple con el requisito de publicidad para efectos de
su vigencia y oponibilidad'.

ARTÍCULO 71. DE LA PUBLICIDAD DE LAS DECISIONES SOBRE EL MEDIO
AMBIENTE. Las decisiones que pongan término a una actuación administrativa ambiental para
la expedición, modificación o cancelación de una licencia o permiso que afecte o pueda afectar el
medio ambiente y que sea requerida legalmente, se notificará a cualquier persona que lo solicite
por escrito, incluido el directamente interesado en los términos del artículo 44 del Código
Contencioso Administrativo y se le dará también la publicidad en los términos del artículo 45 del
Código Contencioso Administrativo, para lo cual se utilizará el Boletín a que se refiere el
artículo anterior.

PARÁGRAFO TRANSITORIO.  <Parágrafo declarado INEXEQUIBLE, con efectos diferidos
por el término de un año contado a partir del 2 de octubre de 2023> <Parágrafo adicionado por el
artículo 4 del Decreto Legislativo 1277 de 2023. El nuevo texto es el siguiente:> Las decisiones
que inicien o pongan término a una actuación administrativa ambiental para la expedición,



modificación o cancelación de una licencia o permiso o autorizaciones que afecte o pueda afectar
el medio ambiente, será sujeta de publicación en la página web de la autoridad ambiental
competente.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 4 del Decreto Legislativo 1277 de 2023, 'por el cual se
adoptan medidas en materia ambiental y desarrollo sostenible en el marco de la declaratoria
del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en el Departamento de La Guajira',
publicado en el Diario Oficial No. 52.473 de 31 de julio de 2023.  Rige a partir de su
publicación en el Diario Oficial.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo 4 del Decreto Legislativo 1277 de 2023 declarado INEXEQUIBLE, con efectos
diferidos por el término de un año contado a partir de la declaratoria de inexequibilidad del
Decreto 1085 de 2023 -2 de octubre de 2023-, por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-539-23 de 5 de diciembre de 2023, Magistrado Ponente Dr. Miguel Polo Rosero
(E).

ARTÍCULO 72. DE LAS AUDIENCIAS PÚBLICAS ADMINISTRATIVAS SOBRE
DECISIONES AMBIENTALES EN TRÁMITE. El Procurador General de la Nación o el
Delegado para Asuntos Ambientales, el Defensor del Pueblo, el Ministro del Medio Ambiente,
las demás autoridades ambientales, los gobernadores, los alcaldes o por lo menos cien (100)
personas o tres (3) entidades sin ánimo de lucro, cuando se desarrolle o pretenda desarrollarse
una obra o actividad que pueda causar impacto al medio ambiente o a los recursos naturales
renovables, y para la cual se exija permiso o licencia ambiental conforme a la ley o a los
reglamentos, podrán solicitar la realización de una audiencia pública que se celebrará ante la
autoridad competente para el otorgamiento del permiso o la licencia ambiental respectiva.

La audiencia de que trata el presente artículo se celebrará conanticipación al acto que le ponga
término a la actuación administrativa, bien sea para la expedición, la modificación o la
cancelación de un permiso o licencia ambiental.

La audiencia pública será convocada por la autoridad administrativa ante la cual se solicita,
mediante edicto, con una anticipación de por lo menos 30 días a la toma de la decisión a debatir.
El edicto comunicará la fecha, lugar y hora de celebración y el objeto de la audiencia. Será
presidida por el jefe de la entidad competente o su delegado. El edicto permanecerá fijado en
secretaría por 10 días dentro de los cuales deberá ser publicado en un diario de circulación
nacional y en el Boletín de la respectiva entidad.

En la audiencia pública podrán intervenir un representante de los peticionarios, los interesados,
las autoridades competentes, expertos y organizaciones sin ánimo de lucro que hayan registrado
con anterioridad escritos pertinentes al debate, y de la misma se levantará un acta. En la
audiencia podrán recibirse las informaciones y pruebas que se consideren conducentes. La
decisión administrativa deberá ser motivada, teniendo en cuenta las intervenciones y pruebas
recogidas durante la audiencia.

La celebración de la audiencia suspende los términos del procedimiento administrativo para el



otorgamiento de licencias o permisos y se hace sin perjuicio de las facultades atribuidas a la
autoridad competente para expedir el acto administrativo correspondiente.

También podrá celebrarse una audiencia pública, durante la ejecución de una obra que haya
requerido permiso o licencia ambiental, cuando fuere manifiesta la violación de los requisitos
exigidos para su otorgamiento o de las normas ambientales.

ARTÍCULO 73. DE LA CONDUCENCIA DE LA ACCIÓN DE NULIDAD. La acción de
nulidad procede contra los actos administrativos mediante los cuales se expide, modifica o
cancela un permiso, autorización, concesión o Licencia Ambiental de una actividad que afecte o
pueda afectar el medio ambiente.

ARTÍCULO 74. DEL DERECHO DE PETICIÓN DE INFORMACIONES. Toda persona
natural o jurídica tiene derecho a formular directamente petición de información en relación con
los elementos susceptibles de producir contaminación y los peligros que el uso de dichos
elementos pueda ocasionar a la salud humana de conformidad con el artículo 16 de la Ley 23 de
1973. Dicha petición debe ser respondida en 10 días hábiles. Además, toda persona podrá
invocar su derecho a ser informada sobre el monto y utilización de los recursos financieros, que
están destinados a la preservación del medio ambiente.

ARTÍCULO 75. DE LA INTERVENCIÓN DEL MINISTRO DEL MEDIO AMBIENTE EN
LOS PROCEDIMIENTOS JUDICIALES POR ACCIONES POPULARES. Las acciones
populares de que trata el artículo 8o. la Ley 9a. de 1989 y el artículo 118 del Decreto 2303 de
1989 deberán ser notificadas al Ministro del Medio Ambiente. Este o su apoderado emitirán
concepto sobre cualquier proyecto de transacción sometido por las partes procesales para su
aprobación al Juez competente, en audiencia pública que se celebrará previamente a esta
decisión.

Recibido el proyecto en el Despacho del Juez ordenará la celebración de audiencia pública
dentro de los 30 días siguientes mediante edicto que se fijará en la secretaría por 10 días, durante
los cuales se publicará en un periódico de circulación nacional. El edicto contendrá un extracto
de las cláusulas referentes a las pretensiones de la demanda relacionadas con la protección del
medio ambiente.

En la audiencia podrán intervenir las partes, el Ministerio del Medio Ambiente, la entidad
responsable del recurso, las, personas naturales o jurídicas que hayan registrado comentarios
escritos sobre el proyecto, y en ella el juez podrá decretar y recibir pruebas. La aprobación o
rechazo del proyecto de transacción se proferirá al término de la audiencia.

El Juez conservará competencia para verificar el cumplimiento de las transacciones y podrá en
cualquier momento darle curso a las acciones populares originadas en el incumplimiento de la
transacción. Salvo lo dispuesto en este artículo, en el trámite de acciones populares se observará
el procedimiento señalado en el Decreto 2651 de 1991, el cual se adopta como norma legal
permanente. Los Jueces Municipales serán competentes en primera instancia si los procesos son
de mínima cuantía y los Jueces del Circuito lo serán si son de mayor cuantía.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo



dispuesto por el artículo 1005 del Código civil cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 1005. <ACCIONES POPULARES O MUNICIPALES>. La municipalidad y
cualquiera persona del pueblo tendrá en favor de los caminos, plazas u otros lugares de uso
público, y para la seguridad de los que transitan por ellos, los derechos concedidos a los
dueños de heredades o edificios privados.

Y siempre que a consecuencia de una acción popular haya de demolerse o enmendarse una
construcción, o de resarcirse un daño sufrido, se recompensará al actor, a costas del
querellado, con una suma que no baje de la décima, ni exceda de la tercera parte de lo que
cueste la demolición o enmienda, o el resarcimiento del daño; sin perjuicio de que si se
castiga el delito o negligencia con una pena pecuniaria, se adjudique al actor la mitad'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1, 2, 9, 45, 21, 3, 46, 48, 54, 80 y 86 de la Ley 472 de 1998, 'Por la
cual se desarrolla el artículo 88 de la Constitución Política de Colombia en relación con el
ejercicio de las acciones populares y de grupo y se dictan otras disposiciones', publicada en el
Diario Oficial No. 43.357, del 6 de agosto de 1998, cuyos textos se transcriben a
continuación:

'ARTÍCULO 1o. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto regular las acciones
populares y las acciones de grupo de que trata el artículo 88 de la Constitución Política de
Colombia. Estas acciones están orientadas a garantizar la defensa y protección de los
derechos e intereses colectivos, así como los de grupo o de un número plural de personal'.

'ARTÍCULO 2o. ACCIONES POPULARES. Son los medios procesales para la protección
de los derechos e intereses colectivos.

Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la
amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las
cosas a su estado anterior cuando fuere posible'.

'ARTÍCULO 9o. PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES POPULARES. Las acciones
populares proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los
particulares, que hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos'.

'ARTÍCULO 45. APLICACIÓN. Continuarán vigentes las acciones populares consagradas en
la legislación nacional, pero su trámite y procedimiento se sujetarán a la presente ley'.

'ARTÍCULO 21. NOTIFICACIÓN DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA. En el
auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al demandado. A los
miembros de la comunidad se les podrá informar a través de un medio masivo de
comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales
beneficiarios.

Para este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de comunicación.

Cuando se trate de entidades públicos, el auto admisorio de la demanda deberá notificarse
personalmente a su representante legal o a quien éste haya delegado la facultad de recibir
notificaciones, todo de acuerdo con lo dispuesto por el Código Contencioso Administrativo.

Cuando el demandado sea un particular, la notificación personal del auto admisorio se



practicará de acuerdo con lo dispuesto en el Código de Procedimiento civil.

En todo caso, si la persona a quien deba hacerse la notificación, o su delegado, no se
encontrare o no pudiere; por cualquier motivo, recibir la notificación, ésta se practicará
mediante entrega que el notificador haga al empleado que allí se encuentre de copia auténtica
de la demanda y del auto admisorio y del aviso que enviará, por el mismo conducto, al
notificado.

Si la demanda no hubiere sido promovida por el Ministerio Público se le comunicará a éste el
auto admisorio de la demanda, con el fin de que intervenga como parte pública en defensa de
los derechos e intereses colectivos, en aquellos procesos que lo considere conveniente.

Además, se le comunicará a la entidad administrativa encargada de proteger el derecho o el
interés colectivo afectado'.

'ARTÍCULO 3o. ACCIONES DE GRUPO. Son aquellas acciones interpuestas por un
número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones uniformes respecto de una
misma causa que originó perjuicios individuales para dichas personas. Las condiciones
uniformes deben tener también lugar respecto de todos los elementos que configuran la
responsabilidad.

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de
indemnización de los perjuicios.

'ARTÍCULO 46. PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES DE GRUPO. Las acciones de
grupo son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que
reúnen condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios
individuales para dichas personas. Las condiciones uniformes deben tener también lugar
respecto de los elementos que configuran la responsabilidad.

La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y pago de la
indemnización de los perjuicios.

El grupo estará integrado al menos por veinte (20) personas'.

'ARTÍCULO 48. TITULARES DE LAS ACCIONES. Podrán presentar acciones de grupo las
personas naturales o jurídicas que hubieren sufrido un perjuicio individual conforme lo
establece el artículo 47.

El Defensor del Pueblo, los Personeros Municipales y Distritales podrán, sin perjuicio del
derecho que asiste a los interesados, interponer acciones de grupo en nombre de cualquier
persona que se lo solicite o que se encuentre en situación de desamparo o indefensión. En
este caso será parte en el proceso judicial junto con los agraviados.

PARÁGRAFO. En la acción de grupo el actor o quien actúe como demandante, representa a
las demás personas que hayan sido afectadas individualmente por los hechos vulnerantes, sin
necesidad de que cada uno de los interesados ejerza por separado su propia acción, ni haya
otorgado poder'.

'ARTÍCULO 54. NOTIFICACIÓN DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA A
ENTIDADES PUBLICAS Y SOCIEDADES. Cuando se trate de entidades públicas, el auto
admisorio de la demanda deberá notificarse personalmente a su representante legal o a quien



éste haya delegado la facultad de recibir notificaciones. Sin embargo, si la persona a quien
deba hacerse la notificación, o su delegado, no se encontrare o no pudiere, por cualquier
motivo, recibir la notificación, esta se practicará mediante entrega que el notificador haga al
empleado que lo reciba de copia auténtica de la demanda y del auto admisorio al notificado.

Cuando se trate de sociedades, el auto admisorio de la demanda deberá notificarse
personalmente a su representante legal, en la dirección que indique el demandante. De no
conocerla deberá hacer dicha afirmación bajo la gravedad de juramento, caso en el cual se
notificará en la dirección que aparezca registrada en la Cámara de Comercio respectiva. Sin
embargo, si la persona a quien deba hacerse la notificación, no se encontrare o no pudiere,
por cualquier motivo, recibir la notificación esta se practicará mediante entrega que el
notificador haga al empleado que lo reciba de copia auténtica de la demanda y del auto
admisorio al notificado'.

'ARTÍCULO 80. REGISTRO PÚBLICO DE ACCIONES POPULARES Y DE GRUPO. La
Defensoría del Pueblo organizará un Registro Público centralizado de las Acciones Populares
y de las Acciones de Grupo que se interpongan en el país. Todo Juez que conozca de estos
procesos deberá enviar una copia de la demanda del auto admisorio de la demanda y del fallo
definitivo. La información contenida en este registro será de carácter público'.

'ARTÍCULO 86. VIGENCIA. La presente ley rige un año después de su promulgación y
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, y expresamente los trámites y
procedimientos existentes en otras normas sobre la materia.'

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 118, del Decreto 2303 de 1989, 'Por el cual se crea y organiza la
jurisdicción agraria', publicada en el Diario Oficial No.39.013, del 7 de octubre de 1989,
cuyo texto se transcriben a continuación:

'ARTÍCULO 118. ACCIÓN. El ambiente rural y los recursos naturales renovables del
dominio público que hacen parte de aquél, podrán ser definidos judicialmente por cualquier
ciudadano contra actos o hechos humanos que les causen o puedan causar deterioro, si el
asunto no es de competencia de la administración, mediante la acción popular consagrada en
los artículos 1005, 2359 del Código Civil, especialmente en los casos previstos en el inciso
segundo del artículo 16 de la Ley 23 de 1973.

Esta acción se podrá ejercer en cualquier tiempo y estará encaminada a conseguir la
prevención del daño, su reparación física o su resarcimiento, o más de uno de estos
objetivos'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 8, de la Ley 9 de 1989, 'Por la cual se dictan normas sobre Planes de
Desarrollo Municipal, Compra - venta y Expropiación de Bienes y se dictan otras
disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 38.650, del 11 de enero de 1989, cuyos
texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 8o. Los elementos constitutivos del Espacio Público y el medio ambiente
tendrán para su defensa la acción popular consagrada en el artículo 1005 del Código Civil.
Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública o privada, para la
defensa de la integridad y condiciones de uso, goce y disfrute visual de dichos bienes
mediante la remoción, suspensión o prevención de las conductas que comprometieron el



interés público o la seguridad de los usuarios.

El incumplimiento de las órdenes que expida el Juez en desarrollo de la acción de que trata el
inciso anterior configura la conducta prevista en el artículo 184 del Código Penal de 'fraude a
resolución judicial.

La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá interponerse en
cualquier tiempo, y se tramitará por el procedimiento previsto en el numeral 8 del artículo
414 del Código de Procedimiento Civil'.

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 16 de la Ley 23 de 1973, 'Por la cual se conceden facultades
extraordinarias al Presidente de la República para expedir el Código de Recursos Naturales y
de Protección al Medio Ambiente y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 34.001 del 17 de enero de 1974, cuyo texto se transcribe a continuación:

ARTÍCULO 16. El Estado será civilmente responsable por los daños ocasionados al hombre
o a los recursos naturales de propiedad privada como consecuencia de acciones que generen
contaminación o detrimento del medio ambiente. Los particulares lo serán por las mismas
razones y por el daño o uso inadecuado de los recursos naturales de propiedad del Estado.

ARTÍCULO 76. DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS Y NEGRAS. La explotación de
los recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social y económica
de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales de acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el
artículo 330 de la Constitución Nacional, y las decisiones sobre la materia se tomarán, previa
consulta a los representantes de tales comunidades.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-395-12 de 30 de mayo de 2012, Magistrado Ponente Dr. Gabriel
Eduardo Mendoza Martelo.

Destaca el editor:

'En este sentido, la Corte indicó que la consulta previa a las comunidades indígenas y
afrodescendientes para la realización de cualquier tipo de proyectos y en particular, los de
carácter minero no requiere de un previo desarrollo legislativo. De este modo, una
consideración sistemática de la Ley 685 de 2001, en el marco de la jurisprudencia
constitucional, lleva a la conclusión de que siempre que en ejercicio de una actividad minera
se plantee la posibilidad de que se produzca una afectación directa de las comunidades
indígenas o afrodescendientes, debe realizarse la consulta previa, con los alcances, las
condiciones y las consecuencias que se hayan señalado en la jurisprudencia constitucional,
sin que para el efecto sea necesario que, en relación con cada uno de los aspectos que se
regulan en el Código de Minas o en la legislación complementaria, que pueda tener algún
impacto sobre tales comunidades, deba contemplarse de manera expresa esa obligación.
Aunque sería deseable que en algunos casos puntuales, el legislador avance en la
delimitación de los elementos constitutivos de la consulta y de la manera de llevarla a cabo,
la ausencia de tales desarrollos legislativos no puede tenerse como una omisión legislativa



relativa, susceptible de ser subsanada por el juez constitucional, entre otras razones, porque
éste no podría hacer cosa distinta que afirmar la existencia del deber, reiterándola para el
caso concreto, pero sin que le corresponda avanzar en la precisión de las particularidades
propias de cada situación, lo que es cometido propio del legislador.'

Concordancias

Constitución Política; Art. 7o.; Art. 286; Art. 287; Art. 329; Art. 330

Ley 1757 de 2015; Art. 105

TÍTULO XI.

DE LA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO EN ASUNTOS AMBIENTALES

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este título debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por los artículos 1 a 30 de la ley 393 de 1997, 'Por la cual se desarrolla el artículo
87 de la Constitución Política', publicada en el Diario Oficial No. 43.096, del 30 de julio de
1997, cuyos textos se transcriben a continuación:

ARTÍCULO 1o. OBJETO. Toda persona podrá acudir {ante la autoridad judicial definida en
esta Ley} para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de
Ley o Actos Administrativos.

ARTÍCULO 2o. PRINCIPIOS. Presentada la demanda, el trámite de la Acción de
Cumplimiento se desarrollará en forma oficiosa y con arreglo a los principios de publicidad,
prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad, eficacia y gratuidad.

<Inciso INEXEQUIBLE> En todo caso, la interpretación del no cumplimiento, por parte del
Juez o Tribunal que conozca del asunto, será restrictiva y sólo procederá cuando el mismo
sea evidente.

ARTÍCULO 3o. COMPETENCIA. De las acciones dirigidas al cumplimiento de normas con
fuerza material de Ley o Acto Administrativo, conocerán en primera instancia los Jueces
Administrativos con competencia en el domicilio del accionante. En segunda instancia será
competente el Tribunal Contencioso Administrativo del Departamento al cual pertenezca el
Juzgado Administrativo.

PARÁGRAFO. Las Acciones de Cumplimiento de que conozca el Consejo de Estado, serán
resueltas por la sección o subsección de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la cual
haga parte el Consejero a quien corresponda en reparto. Su trámite se hará a través de la
correspondiente Secretaría. El reparto se efectuará por el Presidente de la Corporación, entre
todos los Magistrados que conforman la Sala de lo Contencioso Administrativo, en forma
igualitaria.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Mientras entran en
funcionamiento los Jueces Administrativos, la competencia en primera instancia se radicará
en los Tribunales Contenciosos Administrativos y la segunda en el Consejo de Estado
tratándose de acciones dirigidas al cumplimiento de un Acto Administrativo.



ARTÍCULO 4o. TITULARES DE LA ACCIÓN. Cualquier persona podrá ejercer la Acción
de Cumplimiento frente a normas con fuerza material de Ley o Actos Administrativos.

También podrán ejercitar la Acción de Cumplimiento de normas con fuerza material de Ley
o Actos Administrativos:

a) {Los Servidores Públicos}; en especial: el Procurador General de la Nación, los
Procuradores Delegados, Regionales y Provinciales, el Defensor del Pueblo y sus delegados,
los Personeros Municipales, el Contralor General de la República, los Contralores
Departamentales, Distritales y Municipales.

b) Las Organizaciones Sociales.

c) Las Organizaciones No Gubernamentales.

ARTÍCULO 5o. AUTORIDAD PÚBLICA CONTRA QUIEN SE DIRIGE. <Aparte tachado
INEXEQUIBLE> La Acción de Cumplimiento se dirigirá contra la autoridad administrativa
a la que corresponda el cumplimiento de la norma con fuerza material de Ley o Acto
Administrativo.

Si contra quien se dirige la acción no es la autoridad obligada, aquél deberá informarlo al
Juez que tramita la Acción, indicando la autoridad a quien corresponde su cumplimiento. En
caso de duda, el proceso continuará también con las autoridades respecto de las cuales se
ejercita la Acción hasta su terminación. En todo caso, el Juez de cumplimiento deberá
notificar a la autoridad que conforme al ordenamiento jurídico, tenga competencia para
cumplir con el deber omitido.

ARTÍCULO 6o. ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO CONTRA PARTICULARES. La Acción
de Cumplimiento procederá contra acciones u omisiones de particulares que impliquen el
incumplimiento de una norma con fuerza material de Ley o Acto administrativo, cuando el
particular actúe o deba actuar en ejercicio de funciones públicas, pero sólo para el
cumplimiento de las mismas.

En el evento contemplado en este artículo, la Acción de Cumplimiento podrá dirigirse contra
el particular o contra la autoridad competente para imponerle dicho cumplimiento al
particular.

ARTÍCULO 7o. CADUCIDAD. Por regla general, la Acción de Cumplimiento podrá
ejercitarse en cualquier tiempo y la sentencia que ponga fin al proceso hará tránsito a cosa
juzgada, cuando el deber omitido fuere de aquellos en los cuales la facultad de la autoridad
renuente se agota con la ejecución del primer acto. Pero si el deber omitido fuere de aquellos
cuyo cumplimiento pueda demandarse simultáneamente ante varias autoridades o en
diferentes oportunidades en el tiempo, podrá volver a intentarse sin limitación alguna. Sin
embargo será improcedente por los mismos hechos que ya hubieren sido decididos y en el
ámbito de competencia de la misma autoridad.

ARTÍCULO 8o. PROCEDIBILIDAD. La Acción de Cumplimiento procederá contra toda
acción u omisión de la autoridad que incumpla o ejecute actos o hechos que permitan deducir
inminente incumplimiento de normas con fuerza de Ley o Actos Administrativos. También
procederá contra acciones u omisiones de los particulares, de conformidad con lo establecido
en la presente Ley.



Con el propósito de constituir la renuencia, la procedencia de la acción requerirá que el
accionante previamente haya reclamado el cumplimiento del deber legal o administrativo y la
autoridad se haya ratificado en su incumplimiento o no contestado dentro de los diez (10)
días siguientes a la presentación de la solicitud. Excepcionalmente se podrá prescindir de este
requisito, cuando el cumplirlo a cabalidad genere el inminente peligro de sufrir un perjuicio
irremediable para el accionante, caso en el cual deberá ser sustentado en la demanda.

También procederá para el cumplimiento de normas con fuerza de Ley y Actos
Administrativos, lo cual no excluirá el ejercicio de la acción popular para la reparación del
derecho.

ARTÍCULO 9o. IMPROCEDIBILIDAD. La Acción de Cumplimiento no procederá para la
protección de derechos que puedan ser garantizados mediante la Acción de Tutela. En estos
eventos, el Juez le dará a la solicitud el trámite correspondiente al derecho de Tutela.

Tampoco procederá cuando el afectado tenga o haya tenido otro instrumento judicial para
lograr el efectivo cumplimiento de la norma o Acto Administrativo, salvo, que de no
proceder el Juez, se siga un perjuicio grave e inminente para el accionante.

PARÁGRAFO. La Acción regulada en la presente Ley no podrá perseguir el cumplimiento
de normas que establezcan gastos.

ARTÍCULO 10. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. La solicitud deberá contener:

1. El nombre, identificación y lugar de residencia de la persona que instaura la acción.

2. La determinación de la norma con fuerza material de Ley o Acto Administrativo
incumplido. Si la Acción recae sobre Acto Administrativo, deberá adjuntarse copia del
mismo. Tratándose de Acto Administrativo verbal, deberá anexarse prueba siquiera sumaria
de su existencia.

3. Una narración de los hechos constitutivos del incumplimiento.

4. Determinación de la autoridad o particular incumplido.

5. Prueba de la renuencia, salvo lo contemplado en la excepción del inciso segundo del
artículo 8º de la presente Ley, y que consistirá en la demostración de haberle pedido
directamente su cumplimiento a la autoridad respectiva.

6. Solicitud de pruebas y enunciación de las que pretendan hacer valer.

7. La manifestación, que se entiende presentada bajo gravedad del juramento, de no haber
presentado otra solicitud respecto a los mismos hechos o derechos ante ninguna otra
autoridad.

PARÁGRAFO. La solicitud también podrá ser presentada en forma verbal cuando el
solicitante no sepa leer ni escribir, sea menor de edad o se encuentre en situación de extrema
urgencia.

ARTÍCULO 11. TRAMITE PREFERENCIAL. La tramitación de la Acción de
Cumplimiento estará a cargo del Juez, en turno riguroso, y será sustanciada con prelación,
para lo cual pospondrá cualquier asunto de naturaleza diferente, salvo la Acción de Tutela.



Cuando en la localidad donde se presente la Acción de Cumplimiento funcionen varios
despachos judiciales de la misma jerarquía y especialidad de aquél ante el cual se ejerció, la
misma se someterá a reparto que se realizará el mismo día y a la mayor brevedad. Una vez
realizado el reparto de la solicitud de cumplimiento se remitirá inmediatamente al
funcionario competente.

Los términos son perentorios e improrrogables.

ARTÍCULO 12. CORRECCIÓN DE LA SOLICITUD. Dentro de los tres (3) días siguientes
a la presentación de la demanda el Juez de cumplimiento decidirá sobre su admisión o
rechazo. Si la solicitud careciere de alguno de los requisitos señalados en el artículo 10 se
prevendrá al solicitante para que la corrija en el término de dos (2) días. Si no lo hiciere
dentro de este término la demanda será rechazada. En caso de que no aporte la prueba del
cumplimiento del requisito de procedibilidad de que trata el inciso segundo del artículo 8o,
salvo que se trate de la excepción allí contemplada, el rechazo procederá de plano.

Si la solicitud fuere verbal, el Juez procederá a corregirla en el acto con la información
adicional que le proporcione el solicitante.

ARTÍCULO 13. CONTENIDO DEL AUTO ADMISORIO. Dentro de los tres (3) días
siguientes a su presentación, el Juez decidirá sobre su admisión. De ser admitida, el Juez
ordenará su notificación personal al demandado y la entrega de una copia de la demanda y
sus anexos dentro de los tres (3) días siguientes a la admisión. Si no fuere posible, el Juez
podrá recurrir a la comunicación telegráfica o a cualquier otro medio que garantice el
derecho de defensa.

El auto también informará que la decisión será proferida dentro de los veinte (20) días
siguientes a la admisión de la solicitud de cumplimiento y que tiene derecho a hacerse parte
en el proceso y a allegar pruebas o solicitar su práctica, dentro de los tres (3) días siguientes a
la notificación.

ARTÍCULO 14. NOTIFICACIONES. Las providencias se notificarán por estado que se fijará
al día siguiente de proferidas y se comunicarán por vía telegráfica, salvo lo prescrito en los
artículos 13 y 22.

ARTÍCULO 15. CUMPLIMIENTO INMEDIATO. En desarrollo del principio
Constitucional de la prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, el Juez que conozca
de la solicitud podrá ordenar el cumplimiento del deber omitido, prescindiendo de cualquier
consideración formal, siempre y cuando el fallo se funde en un medio de prueba del cual se
pueda deducir una grave o inminente violación de un derecho por el incumplimiento del
deber contenido en la Ley o Acto Administrativo, salvo que en el término de traslado el
demandado haya hecho uso de su derecho a pedir pruebas.

ARTÍCULO 16. RECURSOS. Las providencias que se dicten en el trámite de la Acción de
Cumplimiento, con excepción de la sentencia, carecerán de recurso alguno, salvo que se trate
del auto que deniegue la práctica de pruebas, el cual admite el recurso de reposición que
deberá ser interpuesto al día siguiente de la notificación por estado y resuelto a más tardar al
día siguiente.

ARTÍCULO 17. INFORMES. El Juez podrá requerir informes al particular o a la autoridad
pública contra quien se hubiere hecho la solicitud y en el caso de actuaciones administrativas



pedir el expediente o la documentación donde consten los antecedentes del asunto. La
omisión injustificada en el envío de esas pruebas al Juez acarreará responsabilidad
disciplinaria.

El plazo para informar será de uno (1) a cinco (5) días, y se fijará según sea la índole del
asunto, la distancia y la rapidez de los medios de comunicación.

Los informes se consideran rendidos bajo la gravedad del juramento.

ARTÍCULO 18. SUSPENSIÓN DEL TRÁMITE. El trámite de la Acción de Cumplimiento
cuyo propósito sea hacer efectivo un Acto Administrativo, se suspenderá hasta tanto no se
profiera decisión definitiva, en el evento en que en un proceso de nulidad en curso se haya
decretado la suspensión provisional del acto incumplido.

ARTÍCULO 19. TERMINACIÓN ANTICIPADA. Si estando en curso la Acción de
Cumplimiento, la persona contra quien se hubiere dirigido la Acción desarrollaré la conducta
requerida por la Ley o el Acto Administrativo, se dará por terminado el trámite de la acción
dictando auto en el que se declarará tal circunstancia y se condenará en costas, sin perjuicio
de lo dispuesto en el artículo 24 de esta Ley.

ARTÍCULO 20. EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. Cuando el
incumplimiento de norma con fuerza de Ley o Acto Administrativo sea proveniente del
ejercicio de la excepción de inconstitucionalidad, el Juez de cumplimiento deberá resolver el
asunto en la sentencia. Lo anterior sin perjuicio de que el Juez la aplique oficiosamente.

PARÁGRAFO. El incumplido no podrá alegar la excepción de inconstitucionalidad sobre
normas que hayan sido objeto de análisis de exequibilidad por el Consejo de Estado o la
Corte Constitucional, según sea el caso.

ARTÍCULO 21. CONTENIDO DEL FALLO. Concluida la etapa probatoria, si la hubiere, el
Juez dictará fallo, el que deberá contener:

1. La identificación del solicitante.

2. La determinación de la obligación incumplida.

3. La identificación de la autoridad de quien provenga el incumplimiento.

4. La orden a la autoridad renuente de cumplir el deber omitido.

5. Plazo perentorio para el cumplimiento de lo resuelto, que no podrá exceder de diez (10)
días hábiles, contados a partir de la fecha en que quede ejecutoriado el fallo. En caso de que
fuese necesario un término mayor, el Juez lo definirá previa sustentación en la parte motiva
de la sentencia.

6. Orden a la autoridad de control pertinente de adelantar la investigación del caso para
efectos de responsabilidades penales o disciplinarias, cuando la conducta del incumplido así
lo exija.

7. Si hubiere lugar, la condena en costas.

En el evento de no prosperar las pretensiones del actor, el fallo negará la petición advirtiendo
que no podrá instaurarse nueva acción con la misma finalidad, en los términos del artículo 7º



de la presente Ley.

ARTÍCULO 22. NOTIFICACIÓN. La sentencia se notificará a las partes en la forma
indicada en el Código de Procedimiento Civil para las providencias que deban er notificadas
personalmente.

ARTÍCULO 23. ALCANCES DEL FALLO. El cumplimiento del fallo no impedirá que se
proceda contra quien ejerció la Acción de Cumplimiento, si las acciones u omisiones en que
incurrió generasen responsabilidad.

ARTÍCULO 24. INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS. La Acción de Cumplimiento no
tendrá fines indemnizatorios. Cuando del incumplimiento de la Ley o de Actos
Administrativos se generen perjuicios, los afectados podrán solicitar las indemnizaciones por
medio de las acciones judiciales pertinentes.

El ejercicio de la acción de que trata esta Ley, no revivirá en ningún caso los términos para
interponer las acciones de reparación de perjuicios.

ARTÍCULO 25. CUMPLIMIENTO DEL FALLO. En firme el fallo que ordena el
cumplimiento del deber omitido, la autoridad renuente deberá cumplirlo sin demora.

Si no lo hiciere dentro del plazo definido en la sentencia, el Juez se dirigirá al superior del
responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento
disciplinario contra aquél. Pasados cinco (5) días ordenará abrir proceso contra el superior
que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas
para el cabal cumplimiento del mismo. El Juez podrá sancionar por desacato al responsable y
al superior hasta que éstos cumplan su sentencia. Lo anterior conforme a lo dispuesto en el
artículo 30 de la presente Ley.

De todas maneras, el Juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso concreto y
mantendrá la competencia hasta que cese el incumplimiento.

ARTÍCULO 26. IMPUGNACIÓN DEL FALLO. Dentro de los tres (3) días siguientes al de
su notificación, la sentencia podrá ser impugnada por el solicitante, por la autoridad renuente
o por el representante de la entidad a la que éste pertenezca y por el Defensor del Pueblo.

La impugnación se concederá en el efecto suspensivo, salvo que la suspensión de
cumplimiento del fallo genere un perjuicio irremediable del demandante.

ARTÍCULO 27. TRÁMITE DE LA IMPUGNACIÓN. Presentada debidamente la
impugnación, el Juez remitirá el expediente a más tardar al día siguiente al superior
jerárquico.

El Juez que conozca de la impugnación estudiará el contenido de la misma, cotejándola con
el acerbo probatorio y con el fallo. Podrá solicitar informes y ordenar la práctica de pruebas
de oficio. En todo caso, proferirá el fallo dentro de los diez (10) días siguientes a la recepción
del expediente. Si a su juicio el fallo carece de fundamento, procederá a revocarlo
comunicándolo de inmediato; si lo encuentra ajustado a derecho lo confirmará.

ARTÍCULO 28. ACTUACIÓN TEMERARIA. Cuando sin motivo justificado, la misma
Acción de Cumplimiento sea presentada por la misma persona o su representante ante varios
Jueces, se rechazarán o se negarán todas ellas si hubieren sido admitidas.



El abogado que promoviere la presentación de varias Acciones de Cumplimiento respecto de
los mismos hechos y normas, será sancionado por la autoridad competente con la suspensión
de la tarjeta profesional al menos de dos (2) años. En caso de reincidencia, la suspensión será
por cinco (5) años, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias o penales a que hubiere lugar.

ARTÍCULO 29. DESACATO. El que incumpla orden judicial proferida con base en la
presente Ley, incurrirá en desacato sancionable de conformidad con las normas vigentes, sin
perjuicio de las sanciones disciplinarias o penales a que hubiere lugar.

La sanción será impuesta por el mismo Juez mediante trámite incidental; de no ser apelada se
consultará con el superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si
debe revocar o no la sanción. La apelación o la consulta se hará en el efecto suspensivo.

ARTÍCULO 30. REMISIÓN. En los aspectos no contemplados en esta Ley se seguirá el
Código Contencioso Administrativo en lo que sea compatible con la naturaleza de las
Acciones de Cumplimiento.

ARTÍCULO 77. DEL PROCEDIMIENTO DE LA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO.
<Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997>

Notas de vigencia

- Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997, publicado en el Diario Oficial
No. 43.096 de 30 de julio de 1997.

Concordancias

Ley 393 de 1997; art. 1; art. 2; art. 3; art. 4; art. 5

Legislación anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 77. El efectivo cumplimiento de las leyes o actos administrativos que tengan
relación directa con la protección y defensa del medio ambiente podrá ser demandado por
cualquier persona natural o jurídica, a través del procedimiento de ejecución singular
regulado en el Código de Procedimiento Civil.

ARTÍCULO 78. COMPETENCIA. <Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de
1997>

Notas de vigencia

- Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997, publicado en el Diario Oficial
No. 43.096 de 30 de julio de 1997.

Legislación anterior



Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 78. Si el cumplimiento proviniere de una autoridad del orden nacional, será
competente para conocer del proceso de ejecución, en primera instancia, el Tribunal
Contencioso Administrativo de Cundinamarca; en los demás casos, el Tribunal
Administrativo correspondiente a la jurisdicción de la autoridad demandada.

ARTÍCULO 79. REQUERIMIENTO. <Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de
1997>

Notas de vigencia

- Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997, publicado en el Diario Oficial
No. 43.096 de 30 de julio de 1997.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 79. Para librar el mandamiento de Ejecución, el Juez del conocimiento requerirá
al jefe o director de la entidad demandada para que por escrito manifieste la forma como se
está cumpliendo con las leyes y actos administrativos invocados.

ARTÍCULO 80. MANDAMIENTO DE EJECUCIÓN. <Artículo derogado por el artículo 32
de la Ley 393 de 1997>

Notas de vigencia

- Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997, publicado en el Diario Oficial
No. 43.096 de 30 de julio de 1997.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 80. Pasados ocho días hábiles, sin que se obtenga respuesta del funcionario se
procederá a decretar la ejecución. En el mandamiento de ejecución se condenará en costas al
funcionario renuente y a la entidad que pertenezca, quienes serán solidariamente
responsables de su pago.

ARTÍCULO 81. DESISTIBILIDAD. <Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de
1997>

Notas de vigencia

- Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997, publicado en el Diario Oficial
No. 43.096 de 30 de julio de 1997.

Legislación anterior



Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 81. En ningún caso podrá el actor desistir de sus pretensiones.

ARTÍCULO 82. IMPRESCRIPTIBILIDAD. <Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley
393 de 1997>

Notas de vigencia

- Artículo derogado por el artículo 32 de la Ley 393 de 1997, publicado en el Diario Oficial
No. 43.096 de 30 de julio de 1997.

Legislación anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 82. La ejecución del cumplimiento es imprescriptible.

TÍTULO XII.

DE LAS SANCIONES Y MEDIDAS DE POLICÍA

ARTÍCULO 83. ATRIBUCIONES DE POLICÍA. <Artículo subrogado por la Ley 1333 de
2009, según lo dispuesto en su artículo 66. Ver en especial los artículos 1 y 40>

Notas de Vigencia

- Artículo subrogado por la Ley 1333 de 2009, 'por la cual se establece el procedimiento
sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones', según lo dispuesto en su artículo 66,
publicada en el Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009.

Notas del Editor

- En criterio del editor, para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo
dispuesto por el artículo 17 de la Ley 373 de 1997, 'por la cual se establece el programa para
el uso eficiente y ahorro del agua.', publicada en el Diario Oficial No. 43058, del 11 de junio
de 1997, cuyo texto se transcribe a continuación:

'ARTÍCULO 17. SANCIONES. Las entidades ambientales dentro de su correspondiente
jurisdicción en ejercicio de las facultades policivas otorgadas por el artículo 83 de la ley 99
de 1993, aplicarán las sanciones establecidas por el artículo 85 de esta ley, a las entidades
encargadas de prestar el servicio de acueducto y a los usuarios que desperdicien el agua, a los
gerentes o directores o representantes legales se les aplicarán las sanciones disciplinarias
establecidas en la Ley 200 de 1995 y en sus decretos reglamentarios'.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 83. El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas
Regionales, además de los departamentos, municipios y distritos con régimen constitucional
especial, quedan investidos, a prevención de las demás autoridades competentes, de
funciones policivas para la imposición y ejecución de las medidas de policía, multas y
sanciones establecidas por la ley, que sean aplicables según el caso.

ARTÍCULO 84. SANCIONES Y DENUNCIAS. <Artículo subrogado por la Ley 1333 de
2009, según lo dispuesto en su artículo 66. Ver en especial el artículo 40>

Notas de Vigencia

- Artículo subrogado por la Ley 1333 de 2009, 'por la cual se establece el procedimiento
sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones', según lo dispuesto en su artículo 66,
publicada en el Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009.

Concordancias

Ley 599 de 2000; Art. 154; Art. 164; Art. 318; Art. 328; Art. 329; Art. 330; Art. 331; Art.
332; Art. 333; Art. 334; Art. 335; Art. 336; Art. 337; Art. 338; Art. 339

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 84. Cuando ocurriere violación de las normas sobre protección ambiental o
sobre manejo de recursos naturales renovables, el Ministerio del Medio Ambiente o las
Corporaciones Autónomas Regionales impondrán las sanciones que se prevén en el artículo
siguiente, según el tipo de infracción y la gravedad de la misma. Si fuere el caso, denunciarán
el hecho ante las autoridades competentes para que se inicie la investigación penal respectiva.

ARTÍCULO 85. TIPOS DE SANCIONES. <Artículo subrogado por la Ley 1333 de 2009,
según lo dispuesto en su artículo 66. Ver en especial el artículo 40>

Notas de Vigencia

- Artículo subrogado por la Ley 1333 de 2009, 'por la cual se establece el procedimiento
sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones', según lo dispuesto en su artículo 66,
publicada en el Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado del literal c del numeral 2 declarado EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-293-02 de 23 de abril de 2002, Magistrado Ponente Dr.
Alfredo Beltrán Sierra, por los cargos formulados por el actor. Estarse a lo resuelto en la C-
710-01 en relación con el Parágrafo 3o.

- Parágrafo 3o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
710-01 de 5 de julio de 2001, Magistrado Ponente Dr. Jaime Córdoba Triviño, 'respecto a los
cargos formulados y siempre que se entienda la expresión al estatuto que lo modifique o
sustituya como una facultad que a futuro sólo puede ejercer el legislador.'

En la demanda se destaca:

'El demandante considera que el parágrafo 3° del artículo 85 de la Ley 99 de 1993 viola el
principio de legalidad consagrado en el artículo 29 de la Constitución, porque hace una
remisión a un decreto reglamentario en el que se estableció el procedimiento a seguir para
imponer las sanciones previstas en el mencionado artículo. Asunto que según su
consideración está sujeto a la reserva de ley y no podía establecerse por medio de una
reglamentación elaborada por el ejecutivo.'.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 85. El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas
Regionales impondrán al infractor de las normas sobre protección ambiental o sobre manejo
y aprovechamiento de recursos naturales renovables, mediante resolución motivada y según
la gravedad de la infracción, los siguientes tipos de sanciones y medidas preventivas:

1) Sanciones:

a) Multas diarias hasta por una suma equivalente a 300 salarios mínimos mensuales,
liquidados al momento de dictarse la respectiva resolución;

b) Suspensión del registro o de la licencia, la concesión, permiso o autorización;

c) Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio respectivo y
revocatoria o caducidad del permiso o concesión;

d) Demolición de obra, a costa del infractor, cuando habiéndose adelantado sin permiso o
licencia, y no habiendo sido suspendida, cause daño evidente al medio ambiente o a los
recursos naturales renovables;

e) Decomiso definitivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de productos o
implementos utilizados para cometer la infracción.

2) Medidas preventivas:

a) Amonestación verbal o escrita;

b) Decomiso preventivo de individuos o especímenes de fauna o flora o de productos e
implementos utilizados para cometer la infracción;



c) Suspensión de obra o actividad, cuando de su prosecución pueda derivarse daño o peligro
para los recursos naturales renovables o la salud humana, o cuando la obra o actividad se
haya iniciado sin el respectivo permiso, concesión, licencia o autorización;

d) Realización dentro de un término perentorio, los estudios y evaluaciones requeridas para
establecer la naturaleza y características de los daños, efectos e impactos causados por la
infracción, así como las medidas necesarias ara mitigarlas o compensarlas.

PARÁGRAFO 1. El pago de las multas no exime al infractor de la ejecución de las obras o
medidas que hayan sido ordenadas por la entidad responsable del control, ni de la obligación
de restaurar el medio ambiente y los recursos naturales renovables afectados;

PARÁGRAFO 2. Las sanciones establecidas por el presente artículo se aplicará sin perjuicio
del ejercicio de las acciones civiles y penales a que haya lugar;

PARÁGRAFO 3. <Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible> Para la
imposición de las medidas y sanciones a que se refiere este artículo se estará al
procedimiento previsto por el Decreto 1594 de 1984 o al estatuto que lo modifique o
sustituya;

PARÁGRAFO 4. En el caso del Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y
Santa Catalina, las sanciones contempladas en los artículos 28, 29 y 35 de la Ley 47 de 1993,
se aplicarán, sin perjuicio de las previstas en este artículo.

ARTÍCULO 86. DEL MÉRITO EJECUTIVO. <Artículo subrogado por la Ley 1333 de 2009,
según lo dispuesto en su artículo 66>

Notas de Vigencia

- Artículo subrogado por la Ley 1333 de 2009, 'por la cual se establece el procedimiento
sancionatorio ambiental y se dictan otras disposiciones', según lo dispuesto en su artículo 66,
publicada en el Diario Oficial No. 47.417 de 21 de julio de 2009.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 99 de 1993:

ARTÍCULO 86. Las resoluciones que impongan multas y sanciones pecuniarias expedidas
por las corporaciones, a que hacen referencia estas disposiciones, y que cumplan con la ley y
disposiciones reglamentarias, prestarán mérito ejecutivo.
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